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Presentación 



El contenido de la nueva Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, Ley 10/2010, da cumplimiento a las exigencias de la normativa europea, regulando una serie de obligaciones que han de cumplir los sujetos obligados para que el sistema financiero y otros sectores de actividad económica no sean utilizados para blanquear el dinero procedente de actividades delictivas.

En el capítulo I de la obra se tratan aspectos generales del blanqueo de capitales, como es el concepto de blanqueo, las medidas internacionales y nacionales que se han llevado a cabo para impedirlo, la situación en España, las tipologías más habituales y algunos casos reales de blanqueo.

En el capítulo II se desarrollan las obligaciones principales que tienen que cumplir los sujetos obligados, y que se refieren a la identificación de clientes o al conocimiento de las operaciones que realizan, a la comunicación de las operaciones sospechosas, a la abstención de intervenir en determinadas operaciones, y a la colaboración con el Servicio Ejecutivo de Prevención del Blanqueo de Capitales. Para ello, deberán adoptar en sus empresas o actividades medidas de control interno, someterse a examen por un experto externo, formar a sus empleados, no informar a los clientes de las comunicaciones efectuadas, así como cumplir con otras obligaciones formales, como conservar los documentos por un período mínimo de diez años.

La normativa sobre prevención del blanqueo de capitales es muy exigente en cuanto a las obligaciones que se imponen a los sujetos obligados, ya que no se refieren exclusivamente a la verificación de hechos o documentos, sino que en algunas de ellas el sujeto obligado tiene que averiguar aspectos subjetivos de sus clientes, como el propósito de los negocios, o si el cliente es el titular real de las operaciones, adoptando medidas en las que tiene que efectuar una auténtica labor de investigación, si quiere cumplir con las obligaciones que le impone la nueva Ley de prevención del blanqueo.

A lo largo de la obra se relacionan listas de operaciones sospechosas, que podrían presentar indicios de blanqueo, con carácter general, o que corresponden a las operaciones sospechosas más habituales en cada una de las actividades ejercidas por los sujetos obligados.

En el capítulo III se examinan las entidades y personas físicas que se consideran sujetos obligados por la nueva Ley, y que, por tanto, están obligados al cumplimiento de determinadas obligaciones. En cada uno de ellos se hace referencia a su normativa específica y a las particularidades en las obligaciones que les impone la ley.

Son sujetos obligados por la norma a vigilar que sus actividades no sean utilizadas para el blanqueo de capitales las entidades financieras y de inversión; las entidades de cambio de moneda y de pago; los promotores inmobiliarios y los profesionales de la intermediación; los auditores de cuentas, contables externos o asesores fiscales; los notarios y los registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles; los abogados, procuradores u otros profesionales independientes cuando participen en determinadas operaciones; los casinos de juego; las personas que comercien profesionalmente con joyas, piedras o metales preciosos; las personas que comercien profesionalmente con objetos de arte o antigüedades; las personas que ejerzan actividades de depósito, custodia o transporte profesional de fondos o medios de pago; y las personas responsables de la gestión, explotación y comercialización de loterías u otros juegos de azar respecto de las operaciones de pago de premios.

Además de los sujetos anteriores, se establecen otras obligaciones relativas a la obligatoriedad de declarar por las personas físicas las salidas o entradas en territorio nacional de medios de pago superiores a 10.000 euros, o los movimientos en territorio nacional por importe superior a 100.000 euros. Se consideran también como sujetos obligados a los comerciantes, en general, cuando las transacciones superen el importe de 15.000 euros y sean pagadas en efectivo, y otras obligaciones para las Fundaciones y Asociaciones.

En resumen, la tipología de los sujetos obligados en la nueva ley se puede agrupar en actividades financieras, actividades profesionales, comerciantes, sector del juego, sector inmobiliario, y sujetos que efectúen determinados movimientos de dinero.

En el capítulo IV se exponen las sanciones en las que pueden incurrir los sujetos obligados en caso de incumplimiento de las obligaciones contenidas en la nueva ley.

En relación con la metodología utilizada, en los diferentes capítulos de la obra se examina con detalle el contenido de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, complementándolo con las normas de rango inferior que continúan vigentes. Además, se citan en determinados temas los antecedentes internacionales más directamente relacionados con dicha norma, como son la Directiva 2005/60/CE y las Recomendaciones del GAFI, que pueden aclarar determinados aspectos recogidos en el contenido de dicha Ley, y que están pendientes de desarrollo reglamentario.
En Valencia, agosto de 2010.
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Conceptos generales 



1.  LUCHA INTERNACIONAL CONTRA EL BLANQUEO DE CAPITALES

1.1.  Justificación

Los flujos masivos de dinero negro pueden dañar la estabilidad y la reputación del sector financiero y poner en peligro el mercado único, y el terrorismo sacude los cimientos mismos de nuestra sociedad. Unida al planteamiento basado en el Derecho penal, una actuación preventiva a través del sistema financiero puede surtir resultados.

La solidez, integridad y estabilidad de las entidades financieras y de crédito, así como la confianza en el sistema financiero en su conjunto, podrían verse en grave peligro debido a los esfuerzos de los delincuentes y sus cómplices, ya sea por encubrir el origen de los productos del delito, ya por canalizar el producto de actividades legítimas o ilegítimas a fines terroristas. A fin de evitar que los Estados miembros adopten medidas para proteger su sistema financiero que puedan ser contrarias al funcionamiento del mercado interior y a las normas del Estado de Derecho y del orden público comunitario, ha sido necesaria una actuación comunitaria en este ámbito.

Si no se adoptan medidas de coordinación en el ámbito comunitario, los blanqueadores de capitales podrían aprovechar la libre circulación de capitales y la libre prestación de servicios financieros que trae consigo un espacio financiero integrado para facilitar sus actividades delictivas.

El blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo se efectúan, con frecuencia, en un contexto internacional. Las medidas adoptadas únicamente en el ámbito nacional o incluso comunitario, sin coordinación ni cooperación internacionales, tendrían efectos muy limitados. Toda medida adoptada por la Comunidad a este respecto debe ser compatible con las que se emprendan en otros foros internacionales.

Dado que con el blanqueo de capitales se legalizan los fondos procedentes de delitos como el narcotráfico, el tráfico de seres humanos o la financiación de actividades terroristas, la lucha contra el blanqueo es una pieza clave contra el crimen organizado. El Fondo Monetario Internacional estima el total de los ingresos generados por actividades delictivas en 500 mil millones de dólares por año. Existen otras estimaciones que calculan el valor de los activos objeto de blanqueo entre el 2 y el 5 por 100 del producto bruto mundial. Estas cifras ponen de manifiesto el problema que existe a nivel mundial.

1.2.  Organismos e instituciones internacionales implicados en la lucha contra el blanqueo de capitales

La política de prevención del blanqueo de capitales surge a finales de la década de 1980 como reacción a la creciente preocupación que planteaba la criminalidad financiera derivada del tráfico de drogas.

Esa preocupación hace reaccionar a las organizaciones internacionales ya existentes, como la Organización de Naciones Unidas (ONU), o la propia Unión Europea (UE), o incentiva la creación de nuevos organismos, como es el Grupo de Acción Financiera (GAFI).

En el caso de la ONU, podemos citar como antecedentes de sus actuaciones la aprobación en el año 1977 del Programa Mundial de lucha contra el blanqueo de capitales, así como la Convención de Viena de 20 de diciembre de 1988, que obligaba a los países firmantes a tipificar el delito de blanqueo de capitales y a identificar, seguir, embargar y confiscar los productos del delito.

Hay que citar también al Comité de Basilea, integrado por los bancos centrales del llamado Grupo de los Diez: Alemania, Bélgica, Canadá, Estados Unidos, Francia, Italia, Japón, Países Bajos, Reino Unido, y Suecia. El Comité tenía como misión lograr la estabilidad del sector financiero y mejorar el control de la actividad bancaria a nivel internacional. El 12 de diciembre de 1988 aprobó la Declaración de Principios de Basilea, en la que establecía obligaciones a las entidades financieras para prevenir el blanqueo de capitales y recogía recomendaciones sobre formación del personal bancario en materia de blanqueo, la conservación de los registros contables de las operaciones y la realización de auditorias internas.

El GAFI se creó en julio de 1989 como organismo especializado en la lucha contra el blanqueo de capitales mediante acuerdo del llamado grupo de los siete, constituido por Estados Unidos, Canadá, Alemania, Francia, Reino Unido, Italia y Japón, y el Presidente de la Comisión Económica Europea. El GAFI es un grupo intergubernamental que establece estándares, y desarrolla y promueve políticas para combatir el lavado de dinero y la financiación del terrorismo. Actualmente cuenta con 33 miembros: 31 países y dos organizaciones internacionales; y más de 20 observadores: cinco grupos regionales estilo GAFI y más de 15 organismos o grupos internacionales. Ha sido el principal organismo en la lucha contra el blanqueo, y aunque sus acuerdos no tienen carácter normativo, sus recomendaciones constituyen una guía fundamental a seguir por los diferentes países. Las Recomendaciones del GAFI, aprobadas en 1990, pronto se convirtieron en el estándar internacional en la materia, constituyéndose en la inspiración directa de la Primera Directiva comunitaria (Directiva 91/308/CEE del Consejo, de 10 de junio de 1991). Dichas recomendaciones fueron objeto de actualización y revisión en 1996 y 2003, aprobándose además otras nueve (8 en 2001 y 1 en 2004) contra la financiación del terrorismo. Las Cuarenta Recomendaciones y las Nueve Recomendaciones Especiales del GAFI han sido reconocidas por el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial como los estándares internacionales para combatir el lavado de activos y la financiación del terrorismo.

El Grupo Wolfsberg, formado por importantes instituciones financieras internacionales: ABN AMRO, Banco Santander, Bank of Tokyo-Mitubishi-UFJ, Barclays, Citigroup, Credit Suisse, Deutsche Bank, Goldman Sachs, HSBC, JP Morgan Chase, Société Générale y UBS, estableció directrices para prevenir el blanqueo en la banca privada.

En el ámbito de la Unión Europea, podemos citar como una iniciativa fundamental en la lucha contra el blanqueo de capitales la firma del Convenio del Consejo de Europa de Estrasburgo de 1990, perfeccionando el contenido de la Convención de Viena de 1988 de la ONU, y generalizando el blanqueo para todo tipo de actividades delictivas, y no solo para el tráfico de drogas.

En el ámbito normativo, la UE aprobó la Directiva 91/308/CEE del Consejo de las Comunidades Europeas, de 10 de junio, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales. La Directiva instaba a los Estados miembros a prohibir el blanqueo de capitales y obligar al sector financiero, incluidas las entidades de crédito y numerosas entidades financieras de otros tipos, a identificar a sus clientes, conservar los documentos adecuados, establecer procedimientos internos de formación del personal y vigilar el blanqueo de capitales, así como comunicar a las autoridades competentes cualquier indicio de blanqueo de capitales. Este texto fue perfeccionado y ampliado sustancialmente en la Directiva 2001/97CE, de 4 de diciembre.

Por último, se aprobó la llamada tercera directiva, Directiva 2005/60/CE, que derogaba la 91/308/CEE, y que ha sido traspuesta en la normativa española mediante la Ley 10/2010. Los principales aspectos de esta directiva son los siguientes:

• Su ámbito de aplicación se amplía a la prevención de la financiación del terrorismo.

• En relación con el blanqueo de capitales, se amplía la base de delitos subyacentes hasta abarcar a cualquier tipo de delito.

• Se incluyen dos tipos nuevos de sujetos obligados: los proveedores de servicios de sociedades y fideicomisos y los intermediarios de seguros, dentro de la categoría de entidades financieras.

• En relación con los clientes, no sólo exige su identificación, sino que también, siguiendo fundamentalmente las Recomendaciones del GAFI, exige "Medidas de conocimiento de los clientes", de las que la identificación forma parte. En España afectará fundamentalmente a los sujetos del régimen especial regulados en la anterior Ley, puesto que los de régimen general ya tienen otras obligaciones además de la relativa a la identificación.

• Destaca la necesidad de seguimiento continuado y actualización de datos e informaciones y la de aplicar las medidas a todos los clientes, incluidos los anteriores a la Directiva.

• Se contemplan tres niveles de diligencia debida: simplificada, ordinaria y reforzada. Entre las situaciones de mayor riesgo, que exigen una diligencia debida reforzada, cabe señalar como novedades respecto a la norma española vigente en ese momento la inclusión de las personas del medio político y de los bancos pantalla.

• Recoge obligatoriamente la figura de la Unidad de Información Financiera (el SEPBLAC en el caso de España).

La Directiva 2005/60/CE o Tercera Directiva, que básicamente incorpora al derecho comunitario las Recomendaciones del GAFI tras su revisión en 2003, se limita a establecer un marco general que ha de ser, no sólo transpuesto, sino completado por los Estados miembros, dando lugar a normas nacionales notablemente más extensas y detalladas, lo que supone que la Directiva no establece un marco integral de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo que sea susceptible de ser aplicado por los sujetos obligados sin ulteriores especificaciones por parte del legislador nacional. Por otra parte, la Tercera Directiva es una norma de mínimos, como señala de forma rotunda su artículo 5, que ha de ser reforzada o extendida atendiendo a los concretos riesgos existentes en cada Estado miembro.

La Directiva 2005/60/CE ha sido complementada por la Directiva 2006/70/CE de la Comisión, de 1 de agosto de 2006, por la que se establecen disposiciones de aplicación de la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo relativo, entre otras materias, a la definición de "personas del medio político" y los criterios técnicos aplicables en los procedimientos simplificados de diligencia debida con respecto al cliente.

2.  EL BLANQUEO DE CAPITALES EN ESPAÑA

2.1.  Antecedentes normativos

Aunque España no ha sido ajena a la lucha internacional contra el blanqueo mencionada en el apartado anterior, como se expone a continuación, sin embargo, en los últimos años se ha dicho por los expertos que constituía un paraíso para el blanqueo de capitales. A ello hay que añadir, además, que en el informe del GAFI sobre España se pone de manifiesto el incumplimiento de determinadas recomendaciones, y que la Comisión Europea ha abierto un procedimiento de infracción, en junio de 2008, por no haber transpuesto el contenido de la tercera Directiva, que ha sido cumplido con la aprobación de la Ley 10/2010.

Las medidas más importantes adoptadas por España en relación con el blanqueo de capitales son las siguientes.

• Ratificó la Convención de Viena de la ONU de 1988, que tenía en nuestro país la fuerza jurídica de un tratado internacional de obligado cumplimiento.

• Reformó el Código Penal mediante la Ley Orgánica 1/1988, de 24 de mayo, en materia de tráfico ilegal de drogas, añadiendo el delito tipificado en su artículo 546, referente a la adquisición de los beneficios procedentes del tráfico de drogas.

• La Asociación Española de Banca (AEB) y la Confederación Española de Cajas de Ahorro (CECA) se adhirieron en 1990 a la declaración de Basilea.

• El Gobierno se unió al Convenio de Viena en 1990.

• El Código Penal fue objeto de reforma otra vez en 1995 para tipificar el delito de blanqueo de capitales en sus artículos 301 y 302.

• Se aprobó la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de Prevención del Blanqueo de Capitales, que transponía la Directiva 91/308/CEE, y que fue desarrollada reglamentariamente por el Real Decreto 925/1995, de 9 de junio.

• La transposición de la Directiva 2001/97CE se efectuó mediante la Ley 19/2003, de 4 de julio, modificando la Ley 19/1993 para ampliar el ámbito de la misma a nuevos sectores, actividades y profesiones, como es el caso de auditores, asesores fiscales, notarios, abogados y procuradores, reforzar los mecanismos de vigilancia y control, y ampliar el ámbito de los delitos fuente del blanqueo de capitales a todo tipo de delitos castigados con pena de prisión superior a tres años, ya que antes se limitaba solamente a los delitos de tráfico de drogas, crimen organizado y terrorismo.

Los aspectos principales que regulaba la Ley 19/1993 (modificada por la Ley 19/2003), vigente hasta la aprobación de la Ley 10/2010, son los siguientes:

• Se dirigía no solo a las personas y entidades que integran el sistema financiero, sino también a otras actividades susceptibles de ser utilizadas para el blanqueo de capitales.

• Regulaba las obligaciones, las actuaciones y los procedimientos para prevenir e impedir la utilización del sistema financiero, así como de otros sectores de actividad económica, para el blanqueo de capitales procedentes de cualquier tipo de participación delictiva en la comisión de un delito castigado con pena de prisión superior a tres años.

• Establecía la obligación de comunicar las operaciones que muestren una falta de correspondencia ostensible con la naturaleza, volumen de la actividad o antecedentes operativos de los clientes, siempre que en su examen no se aprecie justificación económica, profesional o de negocio para la realización de las operaciones.

• Imponía la obligación a quienes deben cumplir la Ley de contar con procedimientos y órganos internos para la prevención del blanqueo de capitales.

• Exigía a las entidades españolas que establezcan en sus sucursales y filiales en el extranjero procedimientos internos de prevención del blanqueo de capitales.

• Establecía un cuadro sancionador común a los distintos tipos de entidades financieras sujetas al cumplimiento de la Ley.

• Regulaba la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y su Servicio Ejecutivo.

El Reglamento de desarrollo de la Ley 19/1993 fue aprobado mediante Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, (modificado por Real Decreto 54/2005, de 21 de enero), siendo su contenido principal, que continúa vigente en tanto no se apruebe el desarrollo reglamentario de la Ley 10/2010, el siguiente:

• Determina las actividades consideradas particularmente susceptibles de ser utilizadas para el blanqueo de capitales y las obligaciones a que están sometidas las personas físicas y jurídicas que las ejerzan.

• Pormenoriza las distintas actuaciones y procedimientos que deben llevar a cabo los distintos sujetos obligados.

• Especifica las operaciones que deben ser comunicadas en todo caso al Servicio Ejecutivo.

• Recoge la previsión legal de la exención de responsabilidad por el suministro de las informaciones requeridas.

• Establece el procedimiento sancionador aplicable por el incumplimiento de las disposiciones legales en esta materia.

• Determina la adscripción del Servicio Ejecutivo al Banco de España y su funcionamiento, y regula otros aspectos organizativos.

2.2.  Informe del GAFI del año 2006 sobre España

Las medidas adoptadas por la mayor parte de los países para prevenir el blanqueo de capitales persiguen dos objetivos. El primero, reducir el riesgo de que el sistema financiero y los demás sectores económicos obligados a colaborar puedan ser utilizados para el movimiento de fondos de origen delictivo. El segundo, apoyar a las autoridades en la lucha contra los delitos graves a través de la investigación económica.

Todos los indicadores señalan a España como un verdadero paraíso para el blanqueo de capitales. Así se manifiesta en los informes emitidos por el Grupo de Acción Financiera (GAFI), organismo internacional dependiente de la OCDE encargado de coordinar las acciones contra estos delitos, al que pertenecen 31 países, entre ellos España. Los países miembros se someten cada año a ejercicios de evaluación y, cada cierto tiempo, a un examen global respecto de las 40 recomendaciones (ampliadas posteriormente a 49) que los Estados miembros se comprometen a cumplir.

El GAFI emitió un informe en el año 2006 sobre la situación en España, señalando en el mismo que de las 49 recomendaciones, que la ONU ha asumido como estándar internacional en la lucha contra el blanqueo de capitales, España cumplía totalmente 10, cumplía ampliamente 14, sólo parcialmente 11 y suspendía en tres. Además, señala el GAFI que España no cumplía con el control de las cuentas de corresponsales que tienen las entidades bancarias en el extranjero, que la legislación española no cumplía con las recomendaciones del Organismo de prohibir a dichas entidades tener relaciones con los denominados bancos pantalla (en paraísos fiscales), y que España no había tomado las medidas adecuadas para una eficaz vigilancia de los clientes de alto riesgo o personas políticamente expuestas.

También destaca dicho organismo que no existía una adecuada supervisión de las actividades que desarrollan los despachos de abogados, notarias, inmobiliarias, registradores, joyerías, casinos, auditores y el resto de actividades que han de suministrar información cuando detecten operaciones sospechosas de blanqueo.

En el caso de notarías e inmobiliarias, el informe califica sus actividades como de mayor riesgo. Estos sectores, según el GAFI, son sensibles a operaciones relacionadas con "clientes residentes en paraísos fiscales, o procedentes de países o territorios que no cooperan en la lucha contra el blanqueo o en los que públicamente se conoce que hay organizaciones activas relacionadas con el crimen organizado". El informe señalaba que hay en España más de 3.000 notarios y cifraba en 45.800 el número de inmobiliarias censadas, "de las cuáles sólo 4.600 tienen más de tres empleados". El 70 por 100 de estas empresas están concentradas en Cataluña, Madrid, Andalucía y Valencia.

El informe señalaba que el SEPBLAC todavía no había hecho ninguna inspección en auditores, despachos de abogados, asesores y notarías. En 2005 sólo se hicieron dos inspecciones en casinos y joyerías (hay más de 12.000 joyeros en España), por 13 en inmobiliarias (con 45.800 censadas).

Las conclusiones del informe del GAFI sobre España se han visto tristemente superadas en la realidad por los escándalos de corrupción descubiertos en los últimos años en toda la geografía española, donde se ha puesto de manifiesto el estrepitoso fracaso de los controles sobre el blanqueo de capitales en España. Todo ello es consecuencia de la información escasa y de poca calidad transmitida por las personas y entidades obligadas a ello, y por los escasos medios de que dispone el SEPBLAC, como órgano dependiente del Banco de España encargado de analizar la información recibida. Así, los expertos del GAFI se sorprenden de que el organismo supervisor español, el SEPBLAC sólo dispusiera de dos inspectores para vigilar las actividades que desarrollan los despachos de abogados, notarías, inmobiliarias, registradores, asesores, auditores, joyeros y casinos y analizar las informaciones recibidas.

2.3.  Denuncia de la Comisión Europea en el año 2008

La Comisión Europea decidió, en junio de 2008, incoar procedimientos de infracción contra quince Estados miembros por no haber incorporado la tercera Directiva contra el blanqueo de capitales en el Derecho nacional.

La tercera Directiva contra el blanqueo de capitales, adoptada en 2005, y que tendría que haberse aplicado antes del 15 de diciembre de 2007, se basa en la legislación comunitaria vigente e incorpora en el Derecho comunitario la revisión de 2003 de las cuarenta recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), la instancia internacional promotora de normas contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo.

La Directiva se aplica tanto al sector financiero como a abogados, notarios, contables, corredores de la propiedad inmobiliaria, casinos, consorcios y empresas proveedoras de servicios. Su ámbito de aplicación abarca asimismo a todos los proveedores de bienes, cuando los pagos efectuados en metálico superan los 15.000 euros. Quien esté supeditado a la Directiva está obligado:

• A identificar y comprobar la identidad de su cliente y de su fiduciario, y a efectuar un seguimiento de su relación económica con el cliente;

• A notificar toda sospecha de blanqueo de capitales o financiación del terrorismo a las autoridades públicas, habitualmente la unidad nacional de información financiera;

• A adoptar medidas de apoyo, como garantizar una formación adecuada del personal y el establecimiento de políticas y procedimientos preventivos internos apropiados.

La Directiva incorpora requisitos y salvaguardas complementarias para situaciones de alto riesgo (por ejemplo, transacciones con bancos corresponsales situados fuera de la UE).

La transposición del contenido de la citada directiva a la legislación nacional se ha efectuado con la aprobación, con más de dos años de retraso, de la Ley 10/2010.

2.4.  Circulación de billetes de 500 euros en España

Un dato significativo, y que tiene una relación directa con el blanqueo de capitales, es el enorme volumen de billetes de 500 euros que circula por España, cifrado en 111 millones de euros, cuantía que supone un 30 por 100 del total emitido en la Unión Europea y el 64 por 100 del valor total del efectivo en manos de los españoles. La cifra de este tipo de billetes se ha multiplicado por siete respecto de los existentes en 2002, año de puesta en circulación del euro.

2.5.  Aprobación de la Ley 10/2010, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo

2.5.1.  Contenido

La Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, que transpone la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de octubre de 2005, trata de la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo, conteniendo dicha Ley, al igual que la anterior Ley 19/1993, algunas disposiciones más rigurosas que la propia Directiva.

Según consta en el preámbulo de la Ley 10/2010, desde el punto de vista técnico ha realizado una verdadera transposición, adaptando la terminología y sistemática de la Directiva 2005/60/CE a las prácticas legislativas patrias. Así, a título de ejemplo, se ha optado por la locución "personas con responsabilidad pública" para aludir a lo que la Directiva denomina "personas del medio político", por entender que aquélla es más exacta y expresiva en castellano. Asimismo se ha mantenido, en la medida de lo posible, el régimen vigente, en cuanto no fuera contrario a la nueva ordenación comunitaria, con el fin de reducir los costes de adaptación de los sujetos obligados. Finalmente, se han elevado de rango diversas previsiones contenidas en el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, aprobado por Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, lo que se traduce en una Ley notablemente más extensa que, desde un punto de vista crítico, podría tacharse de excesivamente reglamentista. Sin embargo, esta técnica se estima preferible por tratarse de deberes específicos, impuestos a los sujetos obligados, que encuentran mejor acomodo en normas de rango legal.

Por último, cabe señalar que se procede a la unificación de los regímenes de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, poniendo fin a la dispersión actual. Consecuentemente con los estándares internacionales en materia de prevención del blanqueo de capitales, que han incorporado plenamente la lucha contra la financiación del terrorismo, la Tercera Directiva, a diferencia de los textos de 1991 y 2001, se refiere a "la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo".

En España, la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, ha coexistido con la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la financiación del terrorismo.

Como indica su denominación, la Ley 12/2003, de 21 de mayo, no se ha limitado a regular la congelación o bloqueo de fondos potencialmente vinculados al terrorismo, como fue la intención inicial, sino que ha reproducido las obligaciones de prevención de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, lo que resulta claramente disfuncional.

Por ello, sin perjuicio de mantener la Ley 12/2003, de 21 de mayo, en lo relativo al bloqueo, se procede a regular de forma unitaria en la Ley 10/2010 los aspectos preventivos tanto del blanqueo de capitales como de la financiación del terrorismo. El bloqueo, como decisión operativa, se mantendrá en el ámbito del Ministerio del Interior, atribuyéndose, por el contrario, a la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, situada orgánicamente en la Secretaría de Estado de Economía y con participación de los supervisores financieros, la competencia para la incoación e instrucción de los expedientes sancionadores por incumplimiento de las obligaciones de prevención. Ello acabará con la actual dualidad normativa, manteniendo, no obstante, la competencia de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo para acordar el bloqueo o congelación de fondos cuando existan motivos que lo justifiquen.

2.5.2.  Valoración

1. Exclusión de seguimiento a los políticos españoles.

Una crítica que se puede hacer al contenido de la Ley 10/2010 se refiere a la exclusión de los políticos españoles de la medida de seguimiento de las operaciones de las personas del medio político.

a) Texto en la Ley y en el anteproyecto.

Se establece en el contenido de la norma, artículo 14 de la Ley, que los sujetos obligados aplicarán medidas reforzadas de diligencia debida en las relaciones de negocio u operaciones de personas con responsabilidad pública, y se considerarán personas con responsabilidad pública aquellas personas físicas que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas importantes en otros Estados miembros de la Unión Europea o en terceros países, así como sus familiares más próximos y personas reconocidas como allegados.

El contenido de dicho precepto en el texto del anteproyecto de Ley incluía también el seguimiento de los políticos españoles, además de sus familiares y allegados. Así, en su artículo 14, referente a "personas del medio político" decía: "Los sujetos obligados aplicarán medidas reforzadas de diligencia debida a aquellos clientes que tengan la condición de personas del medio político, considerándose tales las personas físicas, españolas o extranjeras, que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas importantes, así como sus familiares más próximos y personas reconocidas como allegados".

Finalmente en el texto que se remitió al Parlamento desapareció el término "españoles", quedando la vigilancia solamente para los políticos extranjeros, no siendo convincentes, a mi juicio, las explicaciones dadas por los diferentes partidos políticos sobre la exclusión de los políticos españoles.

b) Contenido de la Directiva 2005/60 y de las Recomendaciones del GAFI.

En los considerandos de la Directiva 2005/60, cuyo contenido transpone la Ley 10/2010, se refleja que la legislación comunitaria debe reconocer que determinadas situaciones presentan mayor riesgo de blanqueo de capitales o financiación del terrorismo. Si bien debe determinarse la identidad y el perfil empresarial de todos los clientes, hay casos en que son necesarios procedimientos particularmente rigurosos de identificación del cliente y comprobación de su identidad. Lo anterior se aplica de modo particular a las relaciones de negocios con personas que ocupen o hayan ocupado cargos públicos importantes, máxime cuando procedan de países donde está extendida la corrupción; dichas relaciones pueden exponer el sector financiero a riesgos considerables, en particular jurídicos y de reputación. El esfuerzo internacional por combatir la corrupción justifica también la necesidad de una especial atención a este tipo de casos y la aplicación de medidas normales de diligencia debida con respecto al cliente para las personas nacionales del medio político o medidas reforzadas de diligencia debida con respecto al cliente para personas del medio político que residan en otro Estado miembro o tercer país.

En resumen, la Directiva dispone que en los países en que exista corrupción se establezcan medidas normales de diligencia debida para los políticos nacionales y medidas reforzadas para los políticos extranjeros.

En las notas interpretativas de la Recomendación 6 del GAFI se alienta a los países a hacer extensivos los requisitos de la Recomendación 6 a las personas que ocupen funciones públicas destacadas en su propio país.

c) Corrupción en España.

En los últimos años se han producido un cúmulo de casos de corrupción urbanística, así como de casos de estafas o corrupción de tipo financiero, de los que se han ocupado ampliamente los medios de comunicación y que se han traducido en la mayoría de las ocasiones en proceso judiciales. En los casos de corrupción resulta habitual que se ponga de manifiesto la existencia simultánea de delitos fiscales, de blanqueo de capitales y de otras figuras delictivas, como el cohecho. En todos ellos existen circunstancias comunes, como el movimiento de grandes sumas de dinero, el enriquecimiento desproporcionado de algunas personas, la utilización de redes de sociedades interpuestas, y la utilización de testaferros, sociedades pantalla y de paraísos fiscales.

Existen dos informes que analizan la situación de corrupción urbanística que existe en España. El primero de ellos, el informe anual del año 2006 de la ONG TRANSPARENCY INTERNATIONAL-ESPAÑA (1) , en el que se dedica un apartado a la corrupción en el ámbito local: urbanismo y especulación. El segundo informe es de la Fundación Alternativas: "Urbanismo y democracia. Alternativas para evitar la corrupción" (2) , de fecha 27-06-2007, en el que se realiza un profundo estudio sobre el alcance de la corrupción urbanística en España y sus efectos sobre la democracia, aportando, al mismo tiempo, un conjunto de propuestas técnicas para cambiar el actual estado de cosas.

Es cierto que la Directiva 2005/60 no impone "literalmente" a los Estados la obligación de incluir a los políticos de cada Estado miembro, pero lo recomienda en situaciones concretas, como es el caso de existencia de corrupción. Resulta evidente que a la vista de la situación en el caso de España, la medida de incluirlos hubiera sido la más coherente de acuerdo con las recomendaciones de la UE y del GAFI, y con el objetivo que persigue la Ley.

Como se ha dicho anteriormente, la Directiva recomienda medidas normales respecto de los políticos nacionales, no reflejándose dichas medidas en la Ley 10/2010. Las medidas normales se refieren a la identificación formal, identificación de los titulares reales de las operaciones, propósito e índole de la relación de negocios y seguimiento continuo de la relación de negocios.

Induce a confusión la referencia que hace el artículo 14.3. de la Ley a los políticos españoles en los siguientes términos: "Cuando, por concurrir las circunstancias previstas en el artículo 17, proceda el examen especial, los sujetos obligados adoptarán las medidas adecuadas para apreciar la eventual participación en el hecho u operación de quien ostente o haya ostentado durante los dos años anteriores la condición de cargo público representativo o alto cargo de las Administraciones Públicas españolas, o de sus familiares más próximos y personas reconocidas como allegados".

A mi juicio, dicho precepto sobra, ya que el citado artículo 17 establece que "(los sujetos obligados examinarán con especial atención cualquier hecho u operación, con independencia de su cuantía, que, por su naturaleza, pueda estar relacionado con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, reseñando por escrito los resultados del examen. En particular, los sujetos obligados examinarán con especial atención toda operación o pauta de comportamiento compleja, inusual o sin un propósito económico o lícito aparente, o que presente indicios de simulación o fraude)". La aplicación de dicho precepto resulta obligatoria para todo tipo de operaciones, sin que exista legalmente ninguna excepción por la condición del sujeto participante en las mismas, por lo que también afecta a los políticos españoles, como cualquier otra persona física o jurídica, sin excepción. Por tanto, la mención expresa los políticos españoles en el artículo 14.3, con remisión al examen especial del artículo 17 resulta indiferente.

d) Conclusión.

En resumen, resulta chocante y sorprendente que, según el contenido del texto finalmente aprobado, se sometan a vigilancia a todos los políticos de la Unión Europea y se excluyan a los españoles, y más cuando existe una grave situación de corrupción en nuestro país. No quiere decir esto que toda la clase política española sea corrupta, pero considero que su inclusión hubiera tenido efectos favorables en la pésima imagen que los ciudadanos españoles expresan en las encuestas sobre los políticos, y hubiera cumplido el objetivo de la Ley, como es prevenir el blanqueo de capitales, proveniente de actividades delictivas, entre las que está incluida, por supuesto, la corrupción.

2. Elevado número de sujetos obligados.

Una segunda crítica que se puede hacer al contenido de la Ley 10/2010 se refiere a la ampliación excesiva del número de sujetos obligados.

a) Texto de la Ley.

Establece el artículo 38 de la Ley 10/2010, relativa al comercio de bienes que las personas físicas o jurídicas que comercien profesionalmente con bienes quedarán sujetas a las obligaciones establecidas en la Ley respecto de las transacciones en que los cobros o pagos se efectúen en efectivo, cheques bancarios al portador, o cualquier otro medio físico, incluidos los electrónicos, concebido para ser utilizado como medio de pago al portador.

De acuerdo con el precepto anterior, todo comerciante español está sometido a las obligaciones establecidas en la Ley cuando efectúe, por ejemplo, cobros por importe superior a 15.000 euros.

b) Contenido de la Directiva 2005/60.

El Texto de la Ley transpone el contenido de la Directiva 2005/60, y en la misma se manifiesta que se ha podido comprobar en numerosas ocasiones que la realización de operaciones con grandes sumas en efectivo es muy susceptible de ser utilizada para el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo. Por consiguiente, en aquellos Estados miembros donde estén autorizados pagos en metálico por encima del límite establecido, todas las personas físicas o jurídicas que negocien con bienes de forma profesional y acepten tales pagos en metálico deben quedar incluidas en el ámbito de aplicación de la Directiva. La Directiva es, en todo caso, de aplicación a las personas que comercian con bienes de elevado valor, como piedras y metales preciosos u obras de arte, y a los subastadores siempre que reciban pagos en efectivo por un importe igual o superior a 15.000 euros. Para garantizar un control efectivo del cumplimiento de las disposiciones de la presente Directiva por parte de este grupo, teóricamente amplio, de entidades y personas, los Estados miembros pueden centrar su labor de control en las personas físicas y jurídicas que negocian con bienes y están expuestas a un riesgo relativamente elevado de blanqueo de capitales o financiación del terrorismo, con arreglo al principio de la supervisión en función del riesgo. A fin de tener en cuenta las diversas situaciones que se dan en los distintos Estados miembros, éstos podrán decidir adoptar disposiciones más estrictas, para afrontar correctamente el riesgo que suponen los pagos de grandes cantidades en efectivo.

c) Control efectuado por el SEPBLAC.

Debido, entre otras circunstancias, a la limitación de medios de que dispone el SEPBLAC, la comprobación del cumplimiento de las obligaciones por parte de los sujetos obligados resulta muy deficiente. Solamente hace falta ver el escaso número de inspecciones que se reflejan en las memorias anuales de dicho órgano, o la crítica a la situación efectuada por el GAFI en su informe sobre España expuesto anteriormente.

d) Conclusión.

La directiva establece dos requisitos, límite superior a 15.000 euros y limitado al comercio de determinados productos. La norma española solamente establece el primer límite cuantitativo, por lo que la obligación afecta, en principio, a todos los comerciantes. Dudo mucho que, por ejemplo, los concesionarios de automóviles conozcan las obligaciones que les impone la Ley cuando efectúen la venta de un vehículo y se efectúe el cobro al contado o mediante cheque al portador.

Dada la escasez de medios empleados en la inspección de los sujetos obligados, y la amplitud de los mismos, determina necesariamente que una medida de este tipo carezca de efectividad práctica, por lo que sería deseable que en el desarrollo reglamentario se limitara el alcance de esta obligación.

3.  DIFERENCIA ENTRE PREVENCIÓN Y REPRESIÓN DEL BLANQUEO DE CAPITALES

Podemos hablar del blanqueo de capitales desde dos puntos de vista diferentes, según nos refiramos a la represión o a la prevención.

En el ámbito de la represión, nuestro Código Penal, dentro del capítulo XIV relativo a la receptación y otras conductas afines, establece que comete delito de blanqueo de capitales el que adquiera, posea, utilice, convierta, o transmita bienes, sabiendo que éstos tienen su origen en una actividad delictiva, cometida por él o por cualquiera tercera persona, o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, o para ayudar a la persona que haya participado en la infracción o infracciones a eludir las consecuencias legales de sus actos.

En el blanqueo de capitales existen dos delitos. El primero de ellos es el llamado delito fuente o subyacente, y el segundo se refiere a la actividad que tiene como fin blanquear el dinero, o sea, darle una apariencia lícita a los bienes procedentes del delito fuente o actividad ilícita.

En cuanto a los delitos fuente, no ha existido unanimidad, tanto en la legislación internacional como en las diferentes normativas nacionales, como se expone más adelante. Cronológicamente, podemos decir que el primer delito subyacente fue el tráfico de drogas (Convención de Viena y Directiva 91/308 CEE), al que se añadió posteriormente otros delitos, como las actividades relacionadas con bandas armadas y organizaciones y grupos terroristas (Ley 19/1993), a todos los delitos graves (40 recomendaciones del GAFI). En la normativa española, la Ley 19/1993, en su redacción original, relacionaba el delito de blanqueo de capitales solamente con las actividades delictivas relacionadas con drogas, bandas armadas y organizaciones o grupos terroristas. La modificación introducida en el año 2003 en dicha ley, define el blanqueo de una forma más amplia, regulando las obligaciones, las actuaciones y los procedimientos para prevenir e impedir la utilización del sistema financiero, así como de otros sectores de actividad económica, para el blanqueo de capitales procedentes de cualquier tipo de participación delictiva en la comisión de un delito castigado con pena de prisión superior a tres años. En la Ley 10/2010, el blanqueo de capitales también incluye la adquisición, utilización, conversión o transmisión de bienes que procedan de cualquier actividad delictiva, entre la que se incluye la comisión de delitos fiscales.

Toda la organización del blanqueo de capitales trata, a través de técnicas muy sofisticadas, lograr el objetivo de que el dinero no levante sospecha y parezca puro y limpio, una vez borrada cualquier huella acerca de su origen delictivo.

Podemos dividir el procedimiento de blanqueo en tres etapas o fases: colocación, transformación e integración. a) Colocación de ganancias. Se trata de introducir el dinero obtenido ilícitamente en el sistema financiero.

b) Transformación. Con el dinero ya depositado en una entidad financiera, el segundo paso es moverlo. Para ello, se canaliza hacia inversiones o compras en otras localidades o países, haciendo una sucesión compleja de transacciones (generalmente informáticas, casi nunca con dinero físico) con el fin de ocultar el origen de los fondos.

c) Integración. El capital movido se reintroduce en el circuito legal mediante transacciones aparentemente legítimas, utilizando procedimientos complejos y sofisticados. A partir de este momento ya no se puede distinguir el dinero legal del ilegal.

La prevención del blanqueo de capitales pretende evitar que importantes sectores económicos sean utilizados para blanquear el dinero procedente de los delitos. Para ello, en la normativa sobre prevención del blanqueo se establecen los sectores que pueden ser utilizados más habitualmente, como es el caso de las entidades financieras, y las obligaciones que se les impone para evitar su utilización. Con ese fin se han aprobado las diferentes leyes de prevención, desarrolladas por numerosas normas de rango inferior.

Las normas sobre prevención del blanqueo no son de carácter punitivo. No pretenden penalizar el blanqueo, sino impedir que ciertos sectores sean utilizados para ese fin y, por ello, por ejemplo, regula como una obligación la abstenerse de hacer determinadas operaciones con los clientes.

4.  CONCEPTO DE BLANQUEO

4.1.  Concepto de blanqueo a efectos de la prevención

En el concepto de blanqueo que establece la Ley 10/2010, se pueden distinguir los siguientes aspectos.

1. Actividades que se consideran blanqueo.

Se considera blanqueo de capitales las siguientes actividades:

a) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que dichos bienes proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva, con el propósito de ocultar o encubrir el origen ilícito de los bienes o de ayudar a personas que estén implicadas a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos.

b) La ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, el origen, la localización, la disposición, el movimiento o la propiedad real de bienes o derechos sobre bienes, a sabiendas de que dichos bienes proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva.

c) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de la recepción de los mismos, de que proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva.

d) La participación en alguna de las actividades mencionadas en las letras anteriores, la asociación para cometer este tipo de actos, las tentativas de perpetrarlas y el hecho de ayudar, instigar o aconsejar a alguien para realizarlas o facilitar su ejecución.

Estas actividades son las mismas que se relacionan en la Directiva 2005/60/CE.

2. Autoblanqueo.

Existirá blanqueo de capitales aun cuando las conductas descritas en las letras precedentes sean realizadas por la persona o personas que cometieron la actividad delictiva que haya generado los bienes.

3. Bienes procedentes de los delitos.

A los efectos de la Ley 10/2010, se entenderá por bienes procedentes de una actividad delictiva todo tipo de activos cuya adquisición o posesión tenga su origen en un delito, tanto materiales como inmateriales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, así como los documentos o instrumentos jurídicos con independencia de su forma, incluidas la electrónica o la digital, que acrediten la propiedad de dichos activos o un derecho sobre los mismos, con inclusión de la cuota defraudada en el caso de los delitos contra la Hacienda Pública.

4. Ámbito territorial

Se considerará que hay blanqueo de capitales aun cuando las actividades que hayan generado los bienes se hubieran desarrollado en el territorio de otro Estado.

5. Financiación del terrorismo

Se entenderá por financiación del terrorismo el suministro, el depósito, la distribución o la recogida de fondos o bienes, por cualquier medio, de forma directa o indirecta, con la intención de utilizarlos o con el conocimiento de que serán utilizados, íntegramente o en parte, para la comisión de cualquiera de los delitos de terrorismo tipificados en el Código Penal. Se considerará que existe financiación del terrorismo aun cuando el suministro o la recogida de fondos o bienes se hayan desarrollado en el territorio de otro Estado.

4.2.  Concepto de blanqueo de capitales en el código penal

Dentro del capítulo dedicado a la receptación y el blanqueo de capitales, el artículo 301 del Código penal establece que comete delito de blanqueo de capitales el que adquiera, posea, utilice, convierta, o transmita bienes, sabiendo que éstos tienen su origen en una actividad delictiva, cometida por él o por cualquiera tercera persona, o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, o para ayudar a la persona que haya participado en la infracción o infracciones a eludir las consecuencias legales de sus actos, será castigado con la pena de prisión de seis meses a seis años y multa del tanto al triplo del valor de los bienes. En estos casos, los jueces o tribunales, atendiendo a la gravedad del hecho y a las circunstancias personales del delincuente, podrán imponer también a éste la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de su profesión o industria por tiempo de uno a tres años, y acordar la medida de clausura temporal o definitiva del establecimiento o local. Si la clausura fuese temporal, su duración no podrá exceder de cinco años.

4.3.  Delitos subyacentes en el blanqueo de capitales

Aunque al principio se limitara a delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, en los últimos años se ha tendido a definir el blanqueo de capitales de manera mucho más amplia, tomando en consideración una gama mucho más extensa de delitos. Algunos expertos consideran que la ampliación de los delitos fuente o subyacentes a una extensa gama es negativa, ya que pierde fuerza la noción de blanqueo de capitales respecto de si se limita exclusivamente a varias categorías graves de delitos, como ocurría cuando nació el delito de blanqueo en la década de los años 80. Para otros, sin embargo, la ampliación del abanico de delitos facilita la comunicación de las transacciones sospechosas y la cooperación internacional en este ámbito.

1. La relación de delitos subyacentes que se reflejaba en las 40 Recomendaciones del GAFI es la siguiente:


	
- Participación en un grupo delictivo organizado y en asociaciones extorsivos. 

	
- Terrorismo, incluyendo el financiamiento del terrorismo. 

	
- Tráfico de seres humanos y tráfico ilícito de inmigrantes. 

	
- Explotación sexual, incluyendo la explotación sexual de niños. 

	
- Tráfico ilegal de estupefacientes y sustancias psicotrópicas. 

	
- Tráfico ilegal de armas. 

	
- Tráfico de mercancías robadas y otros bienes. 

	
- Corrupción y soborno. 

	
- Fraude. 

	
- Falsificación de dinero. 

	
- Falsificación y piratería de productos. 

	
- Delitos ambientales. 

	
- Homicidio, lesiones corporales graves. 

	
- Secuestro, privación ilegítima de la libertad y toma de rehenes. 

	
- Robo o hurto. 

	
- Contrabando. 

	
- Extorsión. 

	
- Falsificación. 

	
- Piratería. 

	
- Uso indebido de información confidencial o privilegiada y manipulación del mercado. 



En el momento de decidir la gama de delitos que quedarán comprendidos como delitos subyacentes en cualquiera de las categorías detalladas más arriba, cada país podrá decidir, de acuerdo con su legislación nacional, la forma en que tipificará dichos delitos y la naturaleza de los elementos particulares que pueden convertirlos en delitos graves.

En relación con los delitos subyacentes, manifestaba también el documento del GAFI lo siguiente:

• Que los países deberían aplicar el delito de lavado de activos a todos los delitos graves a los efectos de incluir la gama más amplia de delitos subyacentes. Los delitos subyacentes se pueden definir tomando como base todos los delitos, o a partir de un umbral vinculado ya sea con una categoría de delitos graves o con la pena de prisión aplicable al delito subyacente (criterio del umbral), o construyendo una lista de delitos subyacentes, o usando una combinación de estos criterios.

• Cuando un país aplica el criterio del umbral, los delitos subyacentes deberían comprender, como mínimo, todos los delitos que quedan comprendidos en la categoría de delitos graves dentro de su legislación nacional o deberían incluir delitos punibles con una pena máxima de más de un año de prisión. En los países cuyos sistemas jurídicos tienen un umbral mínimo para los delitos, los delitos subyacentes deberían comprender a todos los delitos que se castigan con una pena mínima de más de seis meses de prisión.

• Cualquiera sea el criterio que se adopte, cada país debería incluir por lo menos una serie de delitos dentro de cada una de las categorías establecidas de delitos.

• Los delitos subyacentes en materia de lavado de activos deberían abarcar las conductas que hayan sido cometidas en otro país, que constituyan un delito en ese país, y que hubieran constituido un delito subyacente de haberse cometido en el territorio nacional. Los países pueden establecer que, como único requisito previo, las conductas hubieran sido tipificadas como delito subyacente de haber tenido lugar, en el territorio nacional.

• Los países pueden establecer que el delito de lavado de activos no sea aplicable a personas que hayan cometido el delito subyacente cuando así lo requieran los principios fundamentales de sus legislaciones nacionales.

2. La Directiva 2005/60 de 26 de octubre de 2005, establece en su artículo 3 que se considera actividad delictiva cualquier tipo de participación delictiva en la comisión de un delito grave, teniendo esta consideración, como mínimo, los siguientes:

a) Los actos definidos en los artículos 1 a 4 de la Decisión marco 2002/475/JAI, que son los relativos al delito de terrorismo y otros ligados a dicho delito.

b) Cualquiera de los delitos contemplados en el artículo 3, apartado 1, letra a), de la Convención de las Naciones Unidas de 1988 contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

c) Las actividades de las organizaciones delictivas definidas en el artículo 1 de la Acción Común 98/733/JAI del Consejo, de 21 de diciembre de 1998, relativa a la tipificación penal de la participación en una organización delictiva en los Estados miembros de la Unión Europea.

d) El fraude según se define en el artículo 1, apartado 1, y el artículo 2 del Convenio relativo a la protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas, al menos en los casos graves.

e) La corrupción.

f) Todos los delitos que lleven aparejada una pena privativa de libertad o medida de seguridad de duración máxima superior a un año o, en los Estados en cuyo sistema jurídico exista un umbral mínimo para los delitos, todos los delitos que lleven aparejada una pena privativa de libertad o medida de seguridad de duración mínima superior a seis meses.

3. En el caso de España, se ha seguido la tendencia internacional, ampliando sucesivamente el catálogo de delitos fuente. Así, en la Ley 19/1993, se relacionaba el delito de blanqueo de capitales solamente con las actividades delictivas relacionadas con drogas, bandas armadas y organizaciones o grupos terroristas. En la modificación introducida en el año 2003 se define el blanqueo de una forma más amplia, relacionándolo con los delitos castigados con pena de prisión superior a tres años. Por último, en la Ley 10/2010, el blanqueo de capitales se relaciona con los bienes que procedan de cualquier actividad delictiva, entre la que se incluye la comisión de delitos fiscales, tema que ha sido objeto de intensos debates en el ámbito judicial, en el que predomina la opinión negativa a dicha inclusión.

En relación con el delito fiscal como delito subyacente del blanqueo, la Ley 10/2010 ha dejado bien claro su inclusión al disponer en su artículo 1, en contra de una mayoritaria corriente doctrinal en contra, la inclusión de la cuota defraudada en el caso de los delitos contra la Hacienda Pública.

A titulo de ejemplo, hago referencia a alguno de los aspectos cuestionados por aquellos que eran contrarios a su inclusión:

• Posibilidad de que el delito fiscal haya prescrito y se pueda perseguir el de blanqueo de capitales, sin existir, por tanto, el delito fuente.

• Absurdo que supone la existencia de una excusa absolutoria en el delito fiscal y que no se puede aplicar dicha circunstancia para el delito de blanqueo. La excusa absolutoria está contemplada en el artículo 305.4 del Código Penal en los siguientes términos:

Quedará exento de responsabilidad penal el que regularice su situación tributaria, en relación con las deudas a que se refiere el apartado primero de este artículo, antes de que se le haya notificado por la Administración tributaria la iniciación de actuaciones de comprobación tendentes a la determinación de las deudas tributarias objeto de regularización, o en el caso de que tales actuaciones no se hubieran producido, antes de que el Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado o el representante procesal de la Administración autonómica, foral o local de que se trate, interponga querella o denuncia contra aquél dirigida, o cuando el Ministerio Fiscal o el Juez de Instrucción realicen actuaciones que le permitan tener conocimiento formal de la iniciación de diligencias.

Si el contribuyente regularizara su situación tributaria, aplicando dicho precepto, quedaría exculpado del delito contra la hacienda Pública, pero su conducta supondría una autoinculpación que podría ser objeto de persecución por delito de blanqueo de capitales.

• En la normativa internacional se asocia el delito de blanqueo a la ocultación del origen ilícito de determinados bienes. La cuota defraudada en el delito fiscal puede provenir perfectamente de una operación lícita, como es el caso de la venta de un inmueble cuyas ganancias no se declaran.

• Para cometer Delito contra la Hacienda Pública se exige como elemento objetivo que la cuota defraudada supere el importe de 120.000 euros. Para apreciar la existencia del delito de blanqueo, no haría falta descubrir el destino de dicho importe, sino que siempre que se descubriera un solo euro de la cuota defraudada podría perseguirse el delito de blanqueo.

5.  INSTRUMENTOS UTILIZADOS EN EL BLANQUEO DE CAPITALES

Se enumeran a continuación los instrumentos más utilizados en el blanqueo de capitales, y que aparecen de forma reiterada en las tipologías de blanqueo que se describen en los apartados siguientes.

5.1.  Instrumentos financieros

1. Uso de préstamos o créditos financieros complejos: préstamos de regreso, préstamos respaldados o subsidiados y préstamos con origen en sociedades offshore.

2. El uso de ingeniería financiera en la adquisición de bienes inmuebles.

3. Uso de préstamos entre sociedades del grupo para camuflar el origen ilícito del dinero.

4. Utilización de cuentas de clientes abiertas por agentes inmobiliarios.

5. Uso de la financiación mediante leasing, simulando un pago dilatado en el tiempo.

6. Solicitud de hipotecas para una transacción ficticia.

7. Financiación a través de hipotecas.

8. Utilización de las cuentas "Trust" en la jurisdicción anglosajona, también conocidos como fideicomisos, que es una cuenta bancaria abierta a nombre de un tercero.

9. Uso de un circuito complejo de cuentas puente en varios países.

10. Uso de complejas formas de pago.

11. Uso de dinero en efectivo. Sigue siendo una de las principales formas blanqueo de fondos de origen ilícito, de forma que se ha multiplicado la circulación de billetes de elevado nominal, que no tienen liquidez práctica, pero son muy útiles para ocultar los beneficios de una actividad ilegal.

5.2.  Interposición de testaferros o sociedades

1. Creación de sociedades con actividades ficticias, administradas por testaferros.

2. Constitución de sociedades con capital en efectivo en el que figuren como socios menores de edad o incapacitados.

3. Creación de sociedades para efectuar una única operación, que después desaparecen.

4. Utilización de profesionales interpuestos en las operaciones, financieras o de otro tipo, utilizadas para el blanqueo.

5. Utilización de sociedades pantalla para ocultar la identidad de los verdaderos propietarios.

6. Utilización de fundaciones y asociaciones sin ánimo de lucro.

5.3.  Instrumentos inmobiliarios

1. Utilización de trust de inversión en el sector inmobiliario.

2. Compra de suelos residenciales y reclasificación para el desarrollo comercial.

3. Construcción de complejos residenciales, que son destinados al arrendamiento.

4. Uso de inversiones hoteleras, tanto en España como en el extranjero.

5. Uso de empresas de alquiler de propiedades inmobiliarias, esquema en el que los fondos de origen delictivo se utilizan para la construcción de complejos inmobiliarios de uso industrial o residencial que se destinan al alquiler.

5.4.  Manipulación de precios

1. Inversiones en sociedades mercantiles donde el precio pagado era inferior al declarado.

2. Esquema de sociedades A-B-C, en las que se altera el valor de una propiedad mediante sucesivas transmisiones entre ellas.

3. Infravaloración de la propiedad inmobiliaria, declarando un valor inferior al real en las operaciones.

4. Elevación artificial del precio de compra, lo que permite la obtención de financiación por mayor importe, que al devolverla permite blanquear dinero.

5.5.  Otros instrumentos

1. Constitución de sociedades residentes participadas por sociedades no residentes, generalmente radicadas en paraísos fiscales.

2. Transacciones de fondos desde y hacia paraísos fiscales.

3. Blanqueo de dinero mediante la compra de billetes de lotería nacional.

5.6.  Internet y transacciones electrónicas

El GAFI cita las modalidades más habituales de blanqueo de dinero que se llevan a cabo en el sistema financiero internacional, y entre las que destacan aquellas que utilizan la red Internet como instrumento para dichas transacciones. Alguna de las modalidades de blanqueo de dinero a través de los sistemas de banca electrónica y banca convencional, de acuerdo con el citado informe son las siguientes:

1. Ingresar grandes sumas de dinero en una cuenta con el fin de efectuar inmediatamente una transferencia electrónica a otra cuenta.

La forma de operar es la siguiente: Un agente viene a tu domicilio, recoge el dinero, entrega el resguardo y lo ingresa a su nombre en una entidad bancaria que tenga filial en el paraíso fiscal. El dinero situado en el paraíso puede volver a España, por ejemplo, vía préstamo, o simplemente utilizando una tarjeta innominada, del propio banco, con la que se puede retirar dinero de cualquier cajero automático del mundo.

2. Smurfing: numerosos depósitos de pequeñas cantidades, situadas por debajo de la obligación de declarar y en varias cuentas, desde las que se efectúan transferencias a otra cuenta generalmente en el extranjero.

3. Uso de identidades falsas, testaferros y sociedades pantalla, constituidas en otra jurisdicción para dificultar la identidad del verdadero origen de la transferencia.

4. Uso de entidades Offshore y abogados que protegen a su cliente mediante la figura del secreto profesional.

Para ello, se contrata por teléfono a un abogado residente en el propio paraíso fiscal, éste constituye la sociedad en su domicilio y la hace operativa. Envía una copia de la escritura a su cliente y el abogado presta su nombre a la cabeza visible de la organización, mientras que las acciones al portador pasan a las cajas fuertes de sus anónimos titulares.

5. Depósitos en una cuenta extranjera de una cantidad que actúa como garantía de préstamo que es enviada al país de origen como operación legítima que justifica la recepción de ese capital.

Asimismo, manifiesta el GAFI que las transferencias electrónicas son el principal instrumento para el blanqueo de dinero, debido a la rapidez con que se transfiere ese dinero a través de diversas jurisdicciones y que a pesar de las mejoras en los sistemas de identificación de los clientes de una entidad financiera, sigue habiendo problemas para conocer la identidad de aquel que ordena transferencias electrónicas desde determinados países.

6.  UTILIZACIÓN DE LOS PARAÍSOS FISCALES EN EL BLANQUEO DE CAPITALES

6.1.  Situación de los paraísos en el contexto internacional

Del análisis de operaciones sospechosas de blanqueo se puede verificar que en muchas de ellas se utilizan los paraísos fiscales para ocultar o enmascarar el origen o procedencia del dinero o la identidad de las entidades o personas que intervienen en las operaciones.

El éxito de los paraísos fiscales tiene como causa las dos características que diferencian a esos pequeños territorios del resto de países: no tienen impuestos y no proporcionan información a nadie. Se tienen que dar las dos circunstancias simultáneamente. Así, no podemos hablar de paraíso fiscal cuando un país, que no tiene impuestos, proporciona la información que le requieren otros gobiernos, policía o jueces. Por ello, podemos decir que la característica principal de los paraísos es la nula información, provocando una opacidad total de las operaciones que efectúan las personas o sociedades con residencia, ficticia o real, en dichos territorios, que los hace atractivos no solamente para evadir impuestos, sino para otros fines delictivos, como son el tráfico de armas, narcotráfico e incluso el terrorismo.

Según estudios realizados, en los paraísos fiscales de todo el mundo existen depósitos por valor de 6 billones de dólares, equivalente a un tercio de los activos colocados en el mundo por las fortunas particulares y una cuarta parte de la riqueza a nivel mundial. Solamente en las Islas Caimán hay más de 570 bancos y depósitos por importe superior a 500.000 millones de dólares. Podemos citar también como ejemplo significativo que muchos inmuebles situados en la Costa del Sol figuran a nombre de alguna de las 70.000 sociedades domiciliadas en Gibraltar, desconociéndose, por tanto, quiénes son sus verdaderos titulares, y siendo esta una situación habitual en todos los casos de corrupción urbanística destapados en los últimos años.

Dada la opacidad existente, la Administración de cualquier país no puede verificar las actividades realizadas por sus empresas en dichos territorios o si sus nacionales residen efectivamente allí.

6.2.  Inexistencia de voluntad política para combatir su utilización

En la Unión Europea no ha existido voluntad política para combatir la utilización de los paraísos fiscales. Es más, el artículo 63 del Tratado de funcionamiento de la Unión Europea (antiguo artículo 56 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, vigente hasta el 1 de diciembre de 2009) prohíbe las restricciones a los movimientos de capitales y a los pagos entre Estados miembros, y también entre estos y terceros países, rigiendo este principio sobre cualquier otro. Hubiera sido muy fácil aislar financieramente y, por tanto, eliminar los paraísos fiscales, si en dichos Tratados se hubiera incluido, como excepción a la libertad de los movimientos de capitales, los movimientos efectuados entre los Estados miembros y los territorios calificados como paraísos fiscales.

Los paraísos fiscales estaban en el punto de mira de EEUU a partir de los atentados del 11 de septiembre de 2001 porque fueron utilizados por los terroristas; a pesar de ello la situación no cambió. Ahora están en el punto de mira de los países de la OCDE, por sus efectos perniciosos en la crisis financiera internacional, siendo uno de los temas principales en las diferentes cumbres del G-20. El debate está centrado en qué medidas se tienen que adoptar para que estos pequeños territorios dejen de ser el refugio del dinero procedente no solo del fraude fiscal, sino de toda la delincuencia organizada y del terrorismo.

Hasta ahora no ha existido voluntad en la OCDE ni en la UE de terminar con la utilización de los paraísos fiscales. En la situación actual, lo que se pretende hacer es un lavado de imagen, pero cuyo resultado final tampoco va a cambiar sustancialmente la situación. Según la OCDE, en el momento actual ya no existen paraísos fiscales porque todos estos territorios calificados como paraísos han firmado, o se han comprometido a firmar, un mínimo de 12 acuerdos de intercambio de información bilaterales con otros países, que era el requisito de la OCDE para dejar de ser considerado como paraíso.

Respecto de la intención real de estos territorios de cambiar la situación y colaborar, se pone como ejemplo ilustrativo el caso de Mónaco. Ha salido de la lista de paraísos al haber cerrado 12 acuerdos de intercambio con los siguientes países: Andorra, Austria, Bahamas, Bélgica, Estados Unidos, Francia, Liechtenstein, Luxemburgo, Qatar, Samoa, San Marino y Saint Kitts (el país más pequeño del continente americano, tanto en tamaño, 261 km², como en población 38.000 habitantes). Por otro lado, según sus autoridades, estos acuerdos prevén el intercambio de información fiscal "caso por caso" y en función de "pedidos concretos y fundados. En ningún caso autorizan el envío general de informaciones". Llevada esta situación a la práctica supone que en el caso de corrupción en España denominado Gürtel, según fuentes de la investigación, se ha negado a colaborar con excusas de lo más variopinto. Por ejemplo, exigiendo la documentación original y no la compulsada, o solicitando más juegos de fotocopias de los que le había enviado el Tribunal. Estas fuentes resumen en una frase muy gráfica el comportamiento de estos paraísos fiscales: "Nos quieren enterrar en papel".

En el último año se ha producido una auténtica carrera de estos territorios por firmar esos 12 acuerdos, no existiendo "formalmente" en el momento actual paraísos fiscales, según los parámetros de la OCDE. Sin embargo, la situación real no ha cambiado mucho, por las siguientes circunstancias:

• Los intercambios de información previstos en los convenios firmados han de ser fundamentados y sobre casos concretos. No admiten "expediciones de pesca", como han dejado muy claro, por ejemplo, las autoridades de Andorra en el convenio firmado con España.

• Algunos paraísos han firmado convenios con otros paraísos para salir de la lista. Es el caso de Mónaco, que la mayoría de los convenios firmados ha sido con otros paraísos fiscales.

• Cuando se utilizan los paraísos fiscales no se utiliza solo uno de ellos, sino que se teje una red de sociedades que actúan en varios, por lo que seguirá siendo muy difícil obtener información de los verdaderos titulares de rentas o patrimonios ocultos en un determinado paraíso, aunque haya firmado un convenio de intercambio de información.

6.3.  Medidas para combatir la utilización de los paraísos

Medidas para terminar con la utilización de los paraísos fiscales existen, solamente hace falta voluntad política para aplicarlas. Se citan a continuación algunas de las medidas posibles:

a) No reconocer personalidad jurídica a las sociedades constituidas en paraísos fiscales para intervenir en el tráfico mercantil español, o a entidades cuyos titulares sean, directa o indirectamente, residentes en dichos territorios.

b) Establecer un gravamen especial sobre movimientos de fondos con paraísos fiscales.

c) Prohibir que las entidades bancarias españolas tengan filiales o sucursales en dichos territorios, salvo que suministren la misma información que en España.

d) Establecer penas agravadas en los delitos fiscales cuando el fraude fiscal se comete a través de la utilización de paraísos fiscales.

7.  TIPOLOGÍAS HABITUALES DE BLANQUEO

7.1.  Según el GAFI

En su reunión plenaria celebrada en París en junio del 2006, el GAFI aprobó la creación de un grupo de trabajo para estudiar como problema específico el blanqueo de capitales a través del sector inmobiliario, y su utilización como medio para la canalización de dinero de origen ilícito, con el objetivo último de identificar las medidas y controles adecuados para combatir este fenómeno creciente.

En los trabajos de este grupo se describen las tipologías habituales, que son, en realidad, una relación escrita de la secuencia de actos jurídicos, mercantiles y económicos, que aparecen en el desarrollo completo de las operaciones inmobiliarias. Muchos de esos actos son comunes a otras tipologías asociadas con otras prácticas de blanqueo de capitales.

7.1.1.  Uso de préstamos o créditos financieros complejos

En la actualidad, la gran mayoría de inversiones en bienes inmuebles precisa para su realización de financiación ajena, casi siempre bancaria. Ello implica:

- La normalización de la utilización de recursos ajenos en las operaciones, grandes o pequeñas.

- La agilización extraordinaria de los procesos de solicitud y concesión de financiación, relajándose los controles al establecerse como principal elemento regulador el criterio objetivo del valor del bien, quedando en segundo término la capacidad económica del deudor. Esto es, importa más el bien que garantiza la operación que la persona que asume la posición de deudor.

Las operaciones de blanqueo de capitales incorporan un elemento fundamental, basado en la necesidad de otorgar apariencia de normalidad a las operaciones financieras. La universalización y la simplificación de las prácticas de las entidades prestamistas son en ocasiones un aliado ideal de las organizaciones delictivas, que eligen esta clase de bienes como destino de sus inversiones y medio a través del cual blanquear capitales.

Se han identificado tres esquemas distintos, que discurren a través de los llamados «préstamos de regreso», «préstamos respaldados o subsidiados» y «préstamos con origen en sociedades offshore». En realidad, esta lista puede ampliarse con una casuística más detallada, y algunos de estos tres esquemas pueden dividirse, a su vez, en otros más específicos.

7.1.2.  Uso de profesionales no financieros

El esfuerzo continuo de las autoridades nacionales e internacionales para combatir el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo ha obligado a modificar los sistemas empleados en el blanqueo, de manera que actualmente es necesario desarrollar métodos mucho más complejos. Los sistemas usados hoy por las redes de blanqueo implican la participación en ellos de especialistas en derecho, finanzas, fiscalidad, contabilidad, procedimientos notariales y registrales, etc., a fin de poder desarrollar estructuras que permitan realizar con la necesaria discreción los movimientos de fondos de origen ilícito.

Se han identificado distintos esquemas en relación con esta tipología. En primer lugar, hay que destacar el llamado «ganando acceso a las instituciones financieras», en el que los blanqueadores utilizan el buen nombre y reputación de determinados profesionales para disipar las posibles sospechas que pudieran generarse sobre la naturaleza de sus actividades y el origen de sus fondos. Se trata, en definitiva, de ganar la confianza a través de las personas presentadoras.

También se ha identificado un esquema especialmente grave, relativo a la «utilización de profesionales», vinculados o no a las actividades financieras, y en el que estas personas permiten la utilización de sus cuentas bancarias para que los capitales transiten entre su origen y su destino, alterando su naturaleza, de forma que se legitiman con estos procesos intermedios. La situación se agrava cuando el profesional tiene muchos clientes cuyos fondos se gestionan a través de una misma cuenta, produciéndose una confusión de saldos de casi imposible aislamiento.

Se ha detectado, asimismo, la utilización de «cuentas de fideicomiso», que ocultan la naturaleza y origen de los fondos al interponerse la figura del fideicomisario.

Por último, se tiene conocimiento de la utilización de «vehículos corporativos o establecimiento de estructuras legales societarias complejas» (tipología analizada en el apartado siguiente), constituidos en territorios offshore o paraísos fiscales y cuya propiedad se reparte, generalmente, mediante acciones al portador, siguiendo los consejos de los profesionales que tutelan estas operaciones y que, en ocasiones, además de participar en su arquitectura y construcción, también desarrollan tareas de gestión o administración, amparándose en una supuesta función de asesoría o consultoría profesional.

7.1.3.  Estructuras mercantiles para dar opacidad

La utilización de estructuras mercantiles constituye uno de los más modernos y complejos sistemas de blanqueo de capitales, aptos para integrarse en una amplia gama de operaciones, tengan o no una finalidad u objeto de naturaleza inmobiliaria. Las estructuras mercantiles pretenden dotar de opacidad a sus participantes, aprovechando la capacidad para actuar que la Ley otorga a este tipo de personas. Junto a estas ventajas, se añaden las derivadas de que estas entidades se domicilian generalmente en paraísos fiscales u otros territorios especialmente laxos en la ocultación de propiedades e intereses, de forma que nos situamos, en realidad, ante sociedades pantalla. Nada limita la capacidad que tienen estas estructuras para ser prestadoras o prestamistas de fondos, titulares de propiedades o derechos sobre estas, o incluso promotoras o constructoras de complejos urbanísticos de naturaleza industrial o residencial. De hecho, la experiencia de algunos países ha acreditado que la construcción de complejos residenciales es una de las actividades preferidas por algunos grupos criminales organizados, que los destinan al arrendamiento, consiguiendo así un doble objetivo, al blanquear los fondos y activar negocios que generan rendimientos extraordinarios.

Relacionados con esta tipología, se han identificado diversos esquemas en los que «sociedades y compañías offshore» figuran como propietarios de inmuebles cuyo beneficiario es un delincuente, que, de esta forma, asegura la protección del mismo ante posibles investigaciones o procedimientos judiciales. También se han identificado trusts que, amparándose en su carácter anónimo, ocultan la identidad de los beneficiarios y el origen de los fondos, ya que existen sin necesidad de soporte documental escrito y admiten un sistema ágil de modificación o sustitución del beneficiario, lo que aporta indudables ventajas para la salvaguarda de los bienes y su protección frente a procesos judiciales o administrativos. También permiten, bajo algunas fórmulas y legislaciones, incluir las llamadas cláusulas de escape, que regulan el cambio automático de la legislación nacional a la que están sometidos.

También se ha identificado la utilización de «sociedades pantalla», cuyo potencial de anonimato es su principal atractivo, que se concentra fundamentalmente en las diversas formas que pueden adoptar sus acciones. Finalmente, se ha constatado el «uso de empresas de alquiler de propiedades inmobiliarias», esquema en el que los fondos de origen delictivo se utilizan para la construcción de complejos inmobiliarios de uso industrial o residencial que se destinan al alquiler.

7.1.4.  Manipulación del valor de la propiedad inmobiliaria

Los bienes inmuebles tienen generalmente un valor alto y, en consecuencia, constituyen un elemento de acumulación de la riqueza.

El valor de una propiedad inmobiliaria es el resultado de la suma de una serie de distintos factores, muchos de los cuales están sometidos a constantes variaciones y otros dependen de apreciaciones exclusivamente personales. Este fenómeno resulta especialmente evidente en el caso de conjuntos inmobiliarios formados por hoteles, campos de golf u otros conjuntos atípicos, cuyo valor es muy difícil de precisar y está, con mucha probabilidad, sometido a contradicción.

En este contexto, y en el ámbito del blanqueo de capitales, es muy recurrente la técnica de la alteración del valor de una propiedad, especialmente como resultado de la aplicación de esquemas triangulares o poliédricos, en los que intervienen tres o más personas físicas o jurídicas, de transmisiones sucesivas del mismo bien, con las que se pretende únicamente alterar el valor con que figurará incorporado al patrimonio del último adquirente.

Se han identificado diversos esquemas en los que se recurre a la «sobrevaloración o infravaloración» del bien, mediante los cuales se transmite la propiedad a un precio ostensiblemente diferente del de mercado, con lo que se generan supuestas pérdidas o beneficios elevados para la parte interesada. En algunos casos identificados se habían creado sociedades instrumentales que adquirían bienes inmuebles y, poco tiempo después, pasaban a situación de insolvencia o quiebra, siendo adquiridas finalmente a un precio muy inferior al real de adquisición inicial.

También se han identificado esquemas conocidos como «A-B-C», en los que se produce una sucesiva transmisión de la propiedad de un bien, incrementándose notablemente los precios en cada una de las transmisiones.

7.1.5.  Uso de instrumentos monetarios

Constituye esta tipología uno de los sistemas más rudimentarios y tradicionales -pero no por ello menos utilizado- para realizar pagos no declarados en el marco de transmisiones patrimoniales.

El esquema más utilizado es el «uso de efectivo», a través del cual se mueven grandes cantidades de dinero en billetes, generalmente de alto valor. Este esquema es también utilizado en operaciones realizadas bajo la fórmula de leasing, en la que se asegura la imposibilidad de enajenación del bien mientras dura el contrato, o se permite la amortización anticipada de un contrato que simula un pago dilatado en el tiempo. Por lo que respecta al «uso de cheques y transferencias electrónicas», se ha constatado la utilización de cuentas puente, que conforman un circuito complejo que discurre por varios países, a través del cual el dinero se mueve con extremada rapidez, permitiendo la introducción de fondos en efectivo, que ven rápidamente alterada su naturaleza, consiguiendo llegar a su destino en forma y tiempo adecuado para los delincuentes. Un aliado extraordinario para estas operaciones se ofrece a través de los diversos productos disponibles en los paraísos fiscales.

7.1.6.  Uso de esquemas hipotecarios

Los préstamos con garantía hipotecaria aportan muchas ventajas a la entidad prestamista, ya que, frente a otro tipo de activos, tienen una garantía real fácilmente ejecutable y de valor suficiente para anular el riesgo crediticio. Estos productos, en su concepción, son de bajo riesgo en relación con el blanqueo de capitales, ya que, en su origen, no existen fondos de dudosa procedencia. Igualmente, una vez concedida la financiación, las operaciones de amortización o cancelación suelen quedar fuera del marco de operaciones sospechosas. Pero debe tenerse en cuenta que estos productos también permiten un uso espurio, cuando se utilizan para simular una apariencia de pago diferido en el tiempo, ocultando la aparente capacidad económica del deudor.

Se han identificado varios esquemas en relación con esta tipología, de entre los cuales merecen ser destacados varios. La «utilización de fondos ilícitos en préstamos o créditos hipotecarios y pagos de intereses» consiste en la solicitud de préstamos hipotecarios destinados a la compra de grandes complejos inmobiliarios, de uso residencial o industrial, y la amortización anticipada del principal y los intereses devengados. También se ha identificado un esquema consistente en la «infravaloración de la propiedad inmobiliaria», en el que se adquiere formalmente la propiedad por un precio notablemente inferior al real, con lo que se elude la necesidad de tener que justificar la procedencia de los fondos correspondientes a ese diferencial, pudiéndose combinar con la solicitud de financiación para la parte del precio declarado para que en conjunto aparezca que se adquiere la propiedad sin disponer de recursos financieros previos.

La propiedad que ha sido adquirida utilizando algunos de los esquemas anteriores puede ser vendida a precio declarado de mercado, lo que equivale a blanquear la totalidad de los recursos invertidos más los beneficios generados. Una variedad de los esquemas anteriores supone la interposición de sociedades o personas para conseguir la «elevación artificial del precio de compra», lo que permite la obtención de financiación por mayor importe.

7.1.7.  Uso de esquemas de inversión de las instituciones financieras

Las inversiones en bienes inmuebles son habituales en los esquemas de operaciones de activo de grandes entidades bancarias y financieras; pero también lo son para las compañías aseguradoras y las gestoras de fondos de pensiones, y otras estructuras de agrupación de capitales privados que se constituyen en fondos de inversión inmobiliaria bajo la forma jurídica de trust de inversión en el sector inmobiliario, sociedades operantes en el sector inmobiliario, asociaciones, sociedades colectivas, etc.

Varios casos de blanqueo han revelado que las organizaciones delictivas pueden influir en los fondos de inversión inmobiliaria de diferentes maneras, siendo:


	
- Socios de sociedades comanditarias; 

	
- Coinversores del fondo de inversión inmobiliaria; 

	
- Responsables del control de las decisiones que toma el fondo de inversión inmobiliaria con respecto a sus inversiones (directa o indirectamente). 



Las entidades, a menudo, externalizan la gestión de sus activos inmobiliarios a asesores o intermediarios, que, en el caso de ser gestores de activos fiduciarios, pueden, a su vez, externalizar dicha labor. Por lo tanto, varias contrapartidas pueden entrelazarse en el proceso de inversión, empezando en la política de inversión establecida por la institución financiera y acabando en la inversión última realizada. La organización criminal o grupo terrorista se situará o actuará en cualquier punto de esta cadena.

Se han identificado varios esquemas relacionados con esta operativa: se ha acreditado el hecho de que algunas organizaciones «usan los esquemas de inversión de las instituciones financieras», participando bajo la forma de coinversores cercanos a la institución financiera o controlando de hecho el fondo de inversión, el fondo de titulización o el vehículo corporativo. También se ha acreditado la pertenencia de determinados fondos de inversión inmobiliaria a las estructuras financieras de las organizaciones criminales, de forma que todos los recursos de esos fondos tienen un origen ilegal, pero, a través del tiempo y de las operaciones contractuales y mercantiles, consiguen ser blanqueados.

Esta tipología se ve favorecida por la internacionalización creciente de las inversiones de naturaleza inmobiliaria, que implica la participación de partícipes de distintas jurisdicciones en un mismo proceso de inversión, dificultando a la institución financiera el control y la supervisión del esquema y de los partícipes.

La conjunción de los intereses económicos de las organizaciones criminales y de los fondos de inversión inmobiliaria permite el traspaso a los segundos de propiedades inmobiliarias titularidad de las primeras. Esto puede hacerse elevando artificialmente el precio declarado.

7.2.  Según el SEPBLAC (3) 

7.2.1.  Conceptos

El SEPBLAC ha efectuado un estudio de los diferentes procedimientos, tipologías, canales, etc. de blanqueo de capitales que se identifican a partir del análisis de las comunicaciones de operaciones sospechosas y de aquellas otras informaciones procedentes de las unidades policiales, órganos judiciales u otras autoridades.

Una tipología es (de acuerdo con la definición GAFI) un proceso de blanqueo de capitales en el que se desarrollan esquemas especializados que se construyen con formatos homogéneos y que recurren a métodos similares.

Los canales de blanqueo son aquellos circuitos por los que discurren los fondos o bienes de origen ilegal, durante el proceso que media entre la comisión del delito y el disfrute o utilización bajo formatos de apariencia lícita.

Además, hay procedimientos que tienen un difícil encaje en las tipologías clásicas, al existir un marcado componente subjetivo, identificándose esas prácticas con personas procedentes de determinadas zonas geográficas, aquellas que realizan actividades concretas o ejercen profesiones especialmente sensibles, otras cuya singularidad deriva de su posición política o social, etcétera.

Vemos que hay diferentes criterios para establecer una clasificación, pero en todos ellos hay un componente diferenciador respecto de los demás, aunque este criterio nunca es exclusivo, permitiéndose también un encaje en cualquier otra de las categorías. Por esta razón, e independientemente de que el componente más significativo sea el medio de canalización de los fondos, las circunstancias personales de los partícipes, el sector de actividad al que se aplican los fondos, u otros, se han establecido unos procesos de blanqueo que responden a los siguientes elementos distintivos principales:

7.2.2.  Sector inmobiliario

Caracterizado por su presencia generalizada en gran número de países y territorios, en muchos de los cuales alcanza la categoría de motor económico. Las notas que caracterizan este sector en su relación con el blanqueo de capitales son las siguientes:

1. Es un sector tradicionalmente ligado a actividades de generación y ocultación de capitales de origen fiscalmente ilícito.

2. La titularidad de bienes inmuebles admite muchas figuras jurídicas distintas, tanto de carácter nacional como internacional, e incluidas las formas de copropiedad temporal o espacial.

3. La valoración de los bienes inmuebles tiene un marcado carácter subjetivo, ligado a aspectos no derivados directamente del propio bien.

4. Es un sector muy sensible a comportamientos criminales relacionados con la corrupción.

7.2.3.  Sistemas de compensación

El desarrollo de las sociedades y la internacionalización de las economías han generado la aparición de circuitos financieros que tienen como objetivo la optimización de las operaciones, eliminando trabas burocráticas, costes transaccionales y, sobre todo, demoras injustificadas. Con estos principios se ha desarrollado la tupida red bancaria que cubre la práctica totalidad del mundo; y también han surgido otros agentes que actúan de forma paralela, en cierto modo subsidiaria, y que ofrecen la inmediata colocación de cualquier capital con cualquier objeto, sea este comercial o escuetamente transaccional.

Las notas características de estas operaciones, en su relación con el blanqueo de capitales, son las siguientes:

1. Producen un distanciamiento artificial entre el origen y el destino de los fondos, desligando el vínculo que existe entre ordenantes y beneficiarios.

2. Compensan operaciones entre personas y países diferentes, en las que los actores desconocen el circuito por el que fluyen los fondos y la identidad y ubicación de los partícipes intermediarios.

3. Se produce una total opacidad de la parte comercial que justifica estas operaciones compensatorias.

7.2.4.  Utilización de dinero en efectivo

El crecimiento y universalización de los circuitos bancarios han supuesto, sin duda alguna, una mejora en la seguridad y celeridad de las transacciones. Este fenómeno debería haber provocado una casi completa eliminación de los movimientos internacionales de efectivo, hecho que no se ha producido, seguramente, por los desarrollos preventivos de blanqueo de capitales que las autoridades y agentes han implantado. La utilización de efectivo está experimentando incrementos anuales significativos, implicando toda la gama de medios disponibles, que incluyen desde los más clásicos procedimientos (hawala) hasta los más sofisticados y modernos montajes (utilización de transportes específicos aéreos, marítimos y terrestres).

El tráfico de efectivo se caracteriza por las siguientes notas:

1. Los fondos desplazados, en ámbitos nacionales e internacionales, pueden estar relacionados con todos los comportamientos criminales.

2. El control de estas operaciones está sujeto, normalmente, a regulación de naturaleza administrativa, lo que dificulta las medidas que pretenden actuaciones reactivas por parte de las autoridades responsables.

3. Las medidas preventivas son de difícil implementación, directamente derivada de la incapacidad de identificar comportamientos específicos y, en consecuencia, incorporar elementos de detección.

7.2.5.  Carruseles de IVA

Las políticas comerciales comunitarias generaron, en 1992, la implantación de un régimen transitorio de aplicación del Impuesto sobre el Valor Añadido. Bajo la premisa de que el consumo de los bienes debe ser gravado en los territorios donde se produce su utilización o disfrute, los países europeos (Unión Europea) decidieron eximir del pago del impuesto a aquellos bienes y servicios que eran adquiridos en un Estado miembro para ser transportados hasta otro distinto. Este régimen, transitorio en su concepción pero duradero en su aplicación, generó una nueva variante de fraude fiscal, que se aprovecha de esa exención para construir operaciones inexistentes u otras en las que se implican personas o sociedades cuya única función es intermediar en el flujo formal de transferencias y pagos. La consecuencia es la pérdida de los ingresos que debería producir la venta y consumo de esos bienes, con la consiguiente generación de enormes cantidades de dinero negro obtenido a partir de la comisión de delitos de naturaleza fiscal, que debe ser blanqueado e introducido nuevamente en los circuitos formales mediante complejas operaciones de blanqueo de capitales.

Los elementos que definen estas operaciones son las siguientes:

1. Ámbito internacional en el que se implican sociedades y entidades financieras de dos o más Estados miembros.

2. Afectan a sectores de elevada presencia comercial, especialmente la telefonía móvil, informática, automóviles, bebidas alcohólicas, oro, etc.

3. Se utilizan complejos esquemas societarios que definen distintas categorías de sociedades y empresas implicadas.

4. Las mercancías y los capitales se mueven de forma cuantitativamente importante y con una rapidez extraordinaria.

7.2.6.  Banca corresponsal

La universalización de las transacciones financieras con origen o destino en entidades bancarias de diferentes países ha forzado el desarrollo de una tupida red de nodos que permitan que los fondos discurran con rapidez y seguridad, cualesquiera que sean los países de origen y destino. En el caso más sencillo, una transferencia internacional iría desde el banco emisor al receptor, pero este esquema bilateral solo se da en zonas geográficas delimitadas y países con muchas relaciones financieras y comerciales. Lo normal es que entre el origen y el destino se intercalen una o más entidades que mantienen, a la vez, relaciones con el resto de partícipes.

Estos acuerdos que se suscriben entre las diferentes entidades se basan en los principios de confianza, de tal forma que los agentes, que se comunican normalmente a través de mensajes SWIFT, presuponen que la información que viaja con los fondos contiene todos los elementos necesarios y, además, que estos han sido debidamente confirmados por sus corresponsales.

La realidad demuestra que esto no es así en la totalidad de los casos, y entre los miles de operaciones gestionadas se mezclan otras cuya transparencia no es tan evidente. Analizadas estas operaciones bajo los aspectos del blanqueo de capitales, las notas que caracterizan este canal son las siguientes:

1. Ausencia de controles. El número de operaciones dificulta la posibilidad de implementar esos controles y otras medidas preventivas.

2. Las operaciones discurren con información escasa y contenida en una serie de códigos. Este formato agiliza, sin duda, el tratamiento informático y la automatización de procesos, pero elimina, casi por completo, aquellos datos que son requisito esencial para poder analizar adecuadamente los movimientos.

3. Como consecuencia de lo anterior, el sistema financiero de un país puede favorecer los movimientos de capitales entre otros territorios, aportando unos estándares de control y calidad que son ficticios, ya que no interviene en esas variables y, además, y como efecto perverso, evita que los destinatarios conozcan la secuencia completa del proceso de transferencia.

7.2.7.  Gestión de transferencias

Los circuitos de transferencias no bancarios han sido, tradicionalmente, un buen instrumento para blanquear fondos mediante el envío, atomizado, de grandes cantidades de dinero generadas en un territorio lejano. Las acciones judiciales desarrolladas en muchos países, especialmente en Europa y los Estados Unidos de América, han puesto en evidencia la debilidad de este canal y la facilidad que ofrece para ser penetrado por la delincuencia organizada.

Las sociedades gestoras de transferencias, al contrario de lo que ocurre con las entidades financieras, suelen actuar a través de agentes que adquieren unos elevados niveles de autonomía en cuanto a la capacidad de adulterar la información que transmiten a su casa matriz. Se pone de manifiesto la dificultad para detectar las operaciones más sofisticadas. Por esa razón, el sector de envío de fondos a través de circuitos no bancarios es, siempre, uno de los canales especialmente sensibles al blanqueo de capitales y a la financiación del terrorismo.

El problema se agrava cuando se analizan aquellos sistemas alternativos de transferencias, para los que no existe una posibilidad de regulación y que se definen, sobre todo, por los aspectos culturales, raciales o sociales de las personas que los utilizan, o de los países de destino de los fondos.

Las sociedades gestoras de transferencias, como canal de envío de fondos y en su relación con el blanqueo de capitales, se caracterizan por:

1. Una amplia red de establecimientos en los que se desarrollan, de forma simultánea, otras actividades no financieras. Mayoritariamente, los establecimientos coinciden, en su actividad, con los conocidos locutorios, en los que se confunden la prestación de servicios de comunicaciones y de envío de fondos.

2. La gerencia o propiedad de esos establecimientos suele depender de personas de la misma nacionalidad que sus clientes.

3. Los fondos discurren por canales bancarios en los que son frecuentes las grandes cuentas compensadoras que agrupan las remesas y no permiten identificar, con claridad, los lugares de origen y destino. Esta característica favorece los sistemas de compensación, ya descritos en un apartado anterior.

4. La propia dinámica de negocio y el sector de personas que utiliza estos servicios facilita que los grupos criminales puedan adquirir el control de los remitentes y beneficiarios de algunas operaciones, que se confunden con las remesas de emigrantes que constituyen la esencia y justificación de la existencia de este tipo de establecimientos.

7.2.8.  Dinero electrónico

El desarrollo de sistemas de pago alternativos al dinero y otros medios tradicionales ha generalizado la utilización de nuevos formatos en los que el dinero físico (o materializado en otros instrumentos bancarios) ha cedido terreno en favor de otros sistemas basados en medios electrónicos. Las tarjetas de pago (crédito y débito) y otros medios más modernos se basan en formatos electrónicos que incorporan derechos de crédito contra saldos depositados en entidades financieras (bancos y otros operadores) y que permiten disponer, en el acto, del dinero depositado o custodiado en territorios muy lejanos. Las notas que caracterizan este canal y las posibilidades que ofrece para alojar operaciones de blanqueo de capitales son las siguientes:

1. Modifica radicalmente los sistemas tradicionales de gestión, manipulación y envío de fondos.

2. Utiliza los desarrollos tecnológicos, que son incorporados de forma inmediata y eficaz en el diseño de las nuevas posibilidades de negocio.

3. Existe una dispersión de las competencias de regulación, al ser una normativa de marcado carácter administrativo con muchos organismos tangencialmente competentes.

4. Dificultades para el control de las operaciones, ya que los sistemas tecnológicos no son idóneos para incorporar filtros o controles de carácter subjetivo.

5. Existe una continua rivalidad entre los planteamientos dirigidos a la prevención contra comportamientos criminales (fraude y blanqueo de capitales) y los relacionados con el desarrollo del negocio.

Directamente relacionado con este canal (casi podríamos decir que integrado en él) se ha desarrollado una subcategoría en la que se incluyen los nuevos sistemas que ofrecen pasarelas de pago dirigidas a favorecer que cualquier persona, sin necesidad de ser titular de un punto de facturación para ventas con tarjeta (TPV), pueda admitir este instrumento como medio de pago.

Se trata, en definitiva, de permitir que cualquier oferente de bienes o servicios pueda facturar con cargo a tarjetas y a través de Internet. Este sistema se ha acreditado, en varias ocasiones, idóneo para operaciones de blanqueo de capitales procedentes de la comisión de delitos de diversa naturaleza, especialmente la venta de sustancias o contenidos prohibidos (medicamentos, armas, pornografía infantil, etc.), ya que ofrece, entre otras, las siguientes ventajas:

1. Se puede ceder la posibilidad de conexión, de forma que se establecen cadenas en las que los sujetos integrantes no conocen la composición completa ni el número de personas y países implicados.

2. El agente que factura los cobros ignora la naturaleza de la mercancía o contenido vendido.

3. La secuencia de movimientos bancarios implicados en las diferentes compensaciones incrementa el número de países y entidades financieras involucrados, lo que acrecienta la complejidad de la reconstrucción de las cadenas.

7.2.9.  Nacionales de países asiáticos

El desarrollo de determinadas economías asiáticas ha motivado la aparición de dos fenómenos coexistentes, cuya relación causal es evidente y en muchos casos justifica la razón de las operaciones financieras. Simultáneamente al incremento de la población inmigrante, con origen en esos países, se ha producido una enorme penetración en determinados sectores comerciales, fundamentalmente la restauración y la distribución de mercancías de bajo precio. A la vez, han asumido unas cuotas muy altas en la producción mundial de determinados productos que son consumidos en la mayoría de las economías desarrolladas.

Este fenómeno hace que la población inmigrante, a partir de su trabajo y de los establecimientos y empresas que regenta, sea generadora de dinero en efectivo; y, simultáneamente, destino de transferencias con las que se satisfacen las exportaciones que desde allí se hacen a todo el mundo.

Se ha desarrollado una operativa cuya principal característica es la existencia de cuentas bancarias tituladas por personas de estas nacionalidades, el ingreso de fondos en forma de efectivo y la disposición mediante transferencias con destino a bancos ubicados en esos países, o en efectivo y billetes de 500 euros.

Esta operativa encuentra su justificación, en la práctica totalidad de las operaciones, en la propia dinámica comercial, desarrollada bajo un esquema en el que la producción de los artículos se realiza en esos países, la importación se hace por ciudadanos de esas nacionalidades que, además, se encargan de la distribución hasta los establecimientos de venta al público, también regentados y explotados por personas de su misma nacionalidad.

Aquellas operaciones que no se justifican en el desarrollo del lícito comercio dan cobertura a actuaciones de blanqueo de capitales de origen ilícito, que son exportados a terceros países, aprovechando las enormes cantidades de fondos implicados en los pagos internacionales, o incorporándose a un sistema de compensación de la forma descrita en uno de los puntos anteriores.

7.2.10.  Nacionales de antiguas repúblicas soviéticas

La desaparición de la Unión Soviética y la apertura de sus esquemas económicos y sociales han puesto de manifiesto la existencia de unas estructuras criminales específicas de aquellas regiones, con actividades en sectores que gestionan de forma exclusiva y bajo unos formatos que no encuentran similitudes en ningún otro esquema delincuencial. Se trata de grandes estructuras, muy jerarquizadas y sometidas a la voluntad de sus dirigentes, que las gestionan de forma directa desde países alejados de los lugares de comisión de los delitos. Estas organizaciones, con actividades criminales en todos los sectores (prostitución, tráficos ilícitos, extorsión, delitos violentos, etc.), cuentan con unos complejos sistemas de blanqueo de capitales, que utilizan estructuras mercantiles y bancarias de todo el mundo, en las que es difícil identificar el punto en el que se inicia el camino de los fondos con origen ilegal.

Las operaciones se caracterizan por los movimientos internacionales de fondos, cuya aplicación principal es la inversión en bienes inmuebles de muy elevado valor, principalmente en zonas turísticas en las que residen los dirigentes de las organizaciones, y en las que existen complejos cuya finalidad es alojar a los miembros de la organización durante períodos de distinta duración.

Alrededor de estas inversiones se desarrolla una multitud de empresas auxiliares, cuyo objeto es el suministro de bienes de consumo y la prestación de servicios de mantenimiento, al frente de las cuales también se sitúan personas de la misma nacionalidad e integradas en las mismas organizaciones.

7.2.11.  Nacionales de países del norte de África

La relación comercial de los países del norte de África con España se ha desarrollado desde hace muchos años, principalmente a consecuencia del desarrollo del sistema bancario español y su pertenencia a la Unión Europea. Estas circunstancias, unidas al hecho de la proximidad geográfica, han propiciado que determinadas ciudades españolas fueran elegidas como sede de las oficinas bancarias de muchas empresas marroquíes y argelinas.

De forma paralela, esta proximidad ha favorecido la utilización del sistema financiero español para la introducción de fondos de origen ilícito que se generaban como consecuencia del tráfico de drogas con origen en esos países, pero que se justificaban bajo supuestas actividades comerciales.

Las operaciones policiales y judiciales desarrolladas en el pasado, centradas en estas operativas, acreditaron su vulnerabilidad para alojar fondos procedentes del tráfico de drogas y evidenciaron la necesidad de establecer controles administrativos y bancarios para proteger el sistema.

Actualmente se ha producido un desplazamiento de la actividad hacia otros territorios y protagonistas, que pretenden blanquear fondos introduciendo grandes cantidades de efectivo, generalmente en billetes de alta denominación, a través de las Islas Canarias, justificando, de nuevo, el origen de estos en supuestas actividades cambistas o comerciales, desarrolladas en territorio africano.

La probabilidad de que estos fondos tengan su origen en el tráfico ilegal de drogas se acredita con los resultados de las actuaciones judiciales y policiales, demostrativas de la existencia de nuevas rutas de introducción de drogas en Europa, que señalan los países de África septentrional y occidental como las plataformas de descarga y custodia de la droga procedente de Sudamérica, antes de su llegada final a Europa.

7.2.12.  Consultores y asesores

En puntos anteriores hemos destacado la importancia que en determinados esquemas de blanqueo de capitales tiene la inversión en bienes inmuebles, especialmente por parte de personas de nacionalidad extranjera. La complejidad legislativa y la importancia de las inversiones han generado la aparición de determinados profesionales cuya función es prestar asesoramiento jurídico y financiero. Se trata de una actividad lícita que ha encontrado un espacio en el que convergen oferta y demanda de servicios.

Pero a menudo asistimos a prácticas en las que los asesores ofrecen servicios que van más allá del consejo legal o financiero, utilizando sus propias estructuras para titular los bienes o recibir los fondos utilizados en su adquisición, de forma tal que, bajo un presupuesto de desconocimiento del origen de los fondos implicados en la compraventa, el asesor consultor podría estar siendo sujeto activo de operaciones de blanqueo de fondos, ya que es él quien los integra en el sistema, soportando los controles que el resto de los intervinientes realicen y asumiendo la posición de garante en el ámbito del conocimiento.

Se trata de una práctica de elevado riesgo, ya que esas actividades suelen ser ejercidas por profesionales del derecho o las finanzas, sobradamente conocidos en las ciudades en las que operan, y sobre los que los controles preventivos son difíciles, teniendo en cuenta el extraordinario número de operaciones que realizan y los importantes volúmenes de fondos que gestionan.

7.2.13.  Personas expuestas políticamente (PEP)

Se trata de una clasificación específica en tanto que lo característico no es el tipo de operación que se realiza, ni siquiera el sector de actividad o de negocio en el que se integran los fondos, sino la condición política que tiene el propietario de estos. Cada vez con más fuerza surge la necesidad de reforzar los controles de las operaciones en las que se implican estas personas, sus familiares directos y las personas relacionadas, al ser especialmente sensibles al blanqueo de capitales procedentes de delitos relacionados con la corrupción.

8.  ALGUNOS CASOS DE BLANQUEO (4) 

Se exponen a continuación algunos casos de blanqueo de capitales que se han descubierto en España en los últimos años.

8.1.  Casos de blanqueo en Marbella

En el año 2005 se produjo en Marbella (Málaga) la mayor operación contra el blanqueo de capitales conocida en Europa, con ramificaciones en Estados Unidos y Canadá. La policía española desarticuló una red cuyo centro neurálgico residía en un despacho de abogados de Marbella, donde se canalizaban inversiones millonarias procedentes de grupos relacionados con el crimen organizado. En ese despacho, y con la colaboración de tres notarías, se tejía una maraña de más de mil sociedades cuyos tentáculos acababan en Gibraltar y que invertían preferentemente en el sector inmobiliario de la Costa del Sol, reconocido por los expertos policiales europeos como uno de los centros neurálgicos del crimen organizado.

Marbella ha sido uno de los destinos favoritos para las organizaciones y los delincuentes que desean blanquear capitales de origen ilícito, tal y como ya quedó al descubierto con casos tan conocidos como Ballena Blanca, Hidalgo o Malaya, entre otros. De hecho, el 80 por 100 de las peticiones de investigación patrimonial que realizan los países europeos a los órganos judiciales de España guardan relación con inmuebles o personas afincadas en Marbella. La presencia de bandas y clanes mafiosos que pretenden esconder en la ciudad el dinero negro de sus actividades delictivas se debe, en buena parte, a la proximidad de Gibraltar, que al ser un paraíso fiscal está favoreciendo de una manera muy importante el blanqueo de capitales.

8.2.  Trama de fraude fiscal que adquirió 40 hoteles por valor de mil millones de euros

La Agencia Tributaria, en colaboración con la Policía Nacional, la Inspección de Trabajo y la Fiscalía Anticorrupción, desmanteló en Ibiza una trama de fraude fiscal vinculada a una importante cadena de hoteles, con establecimientos en Ibiza, Mallorca y Praga. El grupo adquirió en la última década cuarenta establecimientos hoteleros con un valor de mercado cercano a los mil millones de euros.

Este grupo tenía un volumen de negocios, según los tour-operadores, cercano a los 36 millones de euros anuales. Sin embargo, no ingresó cuota alguna correspondiente al Impuesto de Sociedades ni al IVA. Para eludir la tributación usaban más de 300 sociedades diferentes, a las que cambiaban constantemente el domicilio, dificultando adjudicar el beneficio empresarial a cualquier sociedad. Las cuotas defraudadas superarían los 7.500.000 para el Impuesto de Sociedades y 7.000.000 para el IVA.

Paralelamente a la explotación de los hoteles, entre 2001 y 2010 el grupo de sociedades adquirió 40 hoteles con un valor de mercado cercano a los mil millones de euros. Para esta adquisición se constituyó un alto número de sociedades participadas por otras sociedades andorranas, que aportaron elevadas sumas de divisas para la financiación, dándose así un posible delito de blanqueo de capitales o autoblanqueo.

Todos los posibles delitos han sido planificados y controlados, supuestamente, por una sola persona, un importante empresario hostelero, actualmente puesto a disposición judicial.

8.3.  Redes que blanquean millones de euros del narcotráfico en Galicia

La organización llevaba funcionando desde finales de los 90 y había adquirido al menos 124 inmuebles y diversas embarcaciones y vehículos de alta gama. Además se han intervenido numerosas cuentas bancarias.

La investigación, que ha durado dos años, ha puesto al descubierto las millonarias cantidades de dinero que desde finales de los años noventa han ido conformando un importante patrimonio a nombre de Manuel A. F., alias 'patoco' (fallecido en diciembre de 2008) y José Antonio F. B. (en prisión), así como de diversas personas físicas y jurídicas interpuestas. La operación "Houdini" ha sido dirigida y coordinada por el titular del Juzgado Central de Instrucción Nº 3 de la Audiencia Nacional y la Fiscalía Antidroga, y en la misma ha sido vital el análisis de movimientos de dinero en el extranjero e inversiones mobiliarias e inmobiliarias. Por ello la investigación ha contado con la colaboración judicial y policial de las autoridades de Portugal y Estados Unidos.

Se trata de la quinta gran operación desarrollada por la Agencia Tributaria en Galicia en los dos últimos años dirigidas a la desarticulación de las redes económicas que sustentan sus incrementos patrimoniales y sus operaciones financieras en los presuntos beneficios obtenidos como resultado de operaciones de narcotráfico. En el año 2008 fue la operación "Malpolón" y la operación "Job" y en el año 2009 la operación "Dourado" y la operación "Bretema". Como consecuencia de estas operaciones se han detenido e imputado a un total de 48 personas que han sido puestas a disposición judicial con la imputación de blanqueo de capitales con la intervención de bienes y dinero en efectivo por un valor superior a los 100 millones de euros. La cooperación internacional y la agilización de los procedimientos de colaboración con los departamentos de justicia de otros países, ha implicado una reducción de la efectividad de blanqueo de dinero proveniente del narcotráfico.

8.4.  Trama de fraude fiscal y blanqueo de capitales en la importación de calzado y ropa desde China

Se trata de una de las mayores organizaciones de defraudación en el sector que venía operando desde 2004. Tras ocho meses de investigación, se ha descubierto un fraude que ronda los 30 millones de euros en los últimos 4 años. Se ha detenido a 11 personas en 5 registros en Alicante y Muchamiel. Se han bloqueado las cuentas bancarias de la organización e intervenido 140.000 euros, siete inmuebles, 3 vehículos y 8 caballos de pura raza española.

El inicio de la investigación surgió como consecuencia de un robo con violencia e intimidación, en el que la víctima de los hechos no puede justificar la procedencia del dinero sustraído, UN MILLÓN Y MEDIO de EUROS en efectivo, cuando iba a realizar su ingreso en una entidad bancaria de Alicante. Según él, el dinero procedía de su actividad laboral, consistente en recibir grandes cantidades de dinero en efectivo, ingresarlas en diversas cuentas corrientes a su nombre, o a nombre de algunas de sus empresas, y posteriormente transferirlas a cuentas abiertas en China, procediendo el dinero de diversas mercantiles de capital chino vinculadas al calzado. En el periodo investigado los envíos de efectivo a China a través de las cuentas bancarias de los detenidos, ascienden a CIENTO CUARENTA MILLONES de euros.

La operativa de la trama consiste en una actividad comercial legal como importador de mercancías con origen China, que se venden sin emisión de facturas a diversas empresas, principalmente de calzado, ubicadas en la localidad de Elche y administradas por súbditos chinos. El resultado de esta actividad oculta supone un delito fiscal que ronda los treinta millones de euros en los últimos cuatro años. Con posterioridad se blanquea el dinero obtenido mediante transferencias millonarias a distintas cuentas corrientes ubicadas en China.

Igualmente han resultado detenidas las personas que colaboran con él en la recogida, almacenaje, transmisión del dinero y mantenimiento de la pantalla legal que trata de justificar el volumen comercial mantenido y los responsables de las mercantiles de origen chino, generadores del capital ilícito transferido.

8.5.  Tramas de defraudación del IVA

a) Trama 1.

La organización investigada era la más importante de España en distribución irregular de componentes de ordenador y consumibles electrónicos. Ha habido 16 detenidos y se han inmovilizado más de cincuenta cuentas bancarias. Varios de los principales clientes mayoristas de la organización habrían participado en la comisión masiva de fraude.

La Agencia Tributaria desmanteló una organización dedicada al fraude del IVA, conocido como fraude carrusel, que había defraudado desde 2006 al menos 62 millones de euros. La organización investigada era la más importante en la actualidad en España en el campo del fraude del IVA en componentes de ordenador y consumibles de electrónica. La organización había formado un complejo entramado de sociedades instrumentales que empleaba para las más diversas finalidades, siempre tratando de enmascarar sus actividades ilegales. Se ha detectado la existencia de más de una treintena de testaferros y de sociedades en Rumania, Bulgaria, Chipre y Malta.

El jefe de la organización era un profesional de Valencia relacionado con este tipo de fraudes desde tiempo atrás y con antecedentes penales, que se valía de varias trabajadoras a las que había instruido sobre las "precauciones" que debían adoptar para no ser localizadas. Para ello, utilizaban nombres supuestos y decían trabajar para sociedades inexistentes que eran teóricamente controladas por testaferros reclutados entre personas insolventes.

Se sabe que varios de los principales clientes mayoristas de la organización habrían participado de forma concertada en la comisión masiva de fraude. Estos mayoristas son proveedores de otras sociedades conocidas como "integradoras de hardware", es decir, aquellas que montan y comercializan los ordenadores llamados clónicos. Varias de estas sociedades clientes fueron registradas en la operación.

Dichas sociedades se beneficiaban de la defraudación adquiriendo los productos sensiblemente por debajo de los precios de mercado al ahorrarse el pago del IVA, que no ingresaban en ningún punto del entramado de compraventas entre sociedades. Esta ventaja competitiva les permitía poner en el mercado unos productos a unos precios muy por debajo del real. Las operaciones fraudulentas de compraventa se producían en varios países europeos, con el fin de dificultar su seguimiento.

Las investigaciones, que se han prolongado por espacio de más de un año, comenzaron al detectarse a un anciano que disponía de grandes cantidades de efectivo de las ganancias a través de una sociedad inmobiliaria de su propiedad.

b) Tramas 2 y 3.

La Agencia Tributaria desmanteló entre junio de 2008 y enero de 2009 dos importantes tramas de fraude de IVA en el sector de componentes electrónicos por un importe total defraudado de alrededor de 300 millones de euros. En las operaciones se embargaron más de 250 inmuebles y se bloquearon las cuentas corrientes utilizadas para las transferencias internacionales.

Como última actuación de investigación en el caso, y por orden del Juez, se realizó el pasado mes de enero un registro en la sede de una importante empresa distribuidora de material electrónico radicada en Holanda. Esta sociedad había facturado 1.200 millones de euros en los últimos 10 años, en su mayor parte dirigidos a España a sociedades interpuestas, conocidas como 'truchas', que distribuían sin IVA la mercancía. En total, el importe defraudado en España es de unos 140 millones de euros, mientras que el fraude en diferentes países europeos asciende a otros 160 millones de euros.

En el curso del registro judicial se intervino abundante documentación que actualmente está siendo investigada por el servicio de la Policía Fiscal Holandesa (FIOD). Este registro constituye un primer paso para extender la responsabilidad penal a aquellos proveedores radicados en países miembros de la Unión Europea que favorecen y fomentan la continuación de estos fraudes. Para ello la Agencia Tributaria ha contado con la colaboración de otras Agencias Europeas.

c) Trama 4.

En la operación Azahar se desarticuló una trama que se lucraba con dos técnicas de fraude del IVA conocidas como "fraude carrusel" y "fraude de abaratamiento". La primera consistía en fingir adquisiciones intracomunitarias de bienes y software que, tras pasar por dos sociedades de la organización, volvían a salir de nuestro país solicitando en ese momento a Hacienda la devolución o compensación de las cuotas de IVA que nadie ingresó.

La organización era controlada por un grupo familiar que siguiendo este procedimiento habría defraudado alrededor de 40 millones de euros en 2007 y 2008. En el esquema utilizado participaban sociedades portuguesas y súbditos rumanos con antecedentes penales.

d) Trama 5.

En la operación Basile, la organización detectada es considerada como una de las más activas en el mundo del fraude organizado en el sector de la electrónica. Estaba controlada por una persona que permanecía oculta a las autoridades desde que fuera imputado en otras diligencias abiertas en Toledo por hechos similares a los actuales. La organización había desarrollado un complejo entramado de personas que actuaban como testaferros y en funciones auxiliares dependiendo del jefe de la organización. Disponían de sociedades en el extranjero, tanto para dar cauce a la defraudación y cerrar carruseles de IVA, como para blanquear el dinero obtenido.

El operativo tuvo lugar en varias fases, principalmente en Madrid pero también en Cataluña, Andalucía, Canarias y Castilla La Mancha y se saldó con la desarticulación de la organización, y el registro de 28 locales y domicilios desde los que operaban.

Las cuotas tributarias de IVA que se estima habría defraudado la organización ascienden a más de 100 millones de euros en los últimos cuatro años.

Por otro lado, y desde el punto de vista de la recuperación de las cuotas defraudadas al fisco, las investigaciones sobre la red de testaferros y sociedades interpuestas de la organización, que contaba además con los servicios de un despacho de abogados, han permitido detectar y embargar más de 250 inmuebles valorados en alrededor de diez millones de euros. Las cuentas corrientes con las que se realizaban las transferencias internacionales en importes millonarios quedaron bloqueadas por orden judicial.

8.6.  Fraude en el IVA por la importación de vehículos de lujo

Se desmantela una de las más importantes tramas en la compra de coches desde la UE. Hay ocho detenidos implicados en delitos contra la hacienda pública, falsedad documental y blanqueo de capitales. Utilizaron al menos 23 mercantiles, creadas para estos fines, que en cuatro años habrían manejado unos 365.000.000 euros en operaciones y cuyo IVA no ha sido ingresado en las arcas públicas. Hay 37 vehículos de alta gama intervenidos, relojes de prestigiosas marcas, casi 170.000 euros en efectivo, 49 viviendas, 27 plazas de garaje, 10 fincas rústicas, una embarcación de 16 metros de eslora y 81 cuentas bancarias bloqueadas.

El esquema clásico de la trama es el siguiente: un operador fraudulento registrado en el Registro de Operadores Intracomunitarios es situado en el primer escalón de la importación y simula realizar operaciones de compra de productos en la Unión Europea (UE). Al tratarse de operaciones intracomunitarias, están exentas de IVA. Este primer operador español recibe el nombre de trucha y suele ser una sociedad limitada, con poco o nulo capital y tiene como administradores o apoderados a sujetos insolventes.

Esta primera sociedad trucha transmite los vehículos en facturas con IVA a otras sociedades pantalla, que actúan como parachoques ante la acción de la justicia y el fisco. El IVA aquí repercutido no es declarado ni ingresado en la Hacienda Pública por las truchas. Las sociedades pantalla son sociedades instrumentales, vacías de contenido patrimonial y controladas por la misma organización que las primeras, actuando ambas en perfecta sintonía. El único propósito que persigue la organización delictiva con este tipo de entidades es el de servir de cortafuegos: cuantas más entidades de este tipo se colocan, más dificultades se generan para su descubrimiento.

El esquema concluye cuando los automóviles pasan a un empresario de la distribución que previamente los ha encargado, quien los vende a clientes finales u a otros distribuidores de España, en una acción concertada con truchas y pantallas. El IVA no ingresado en la primera fase por la trucha en las arcas de la Hacienda Pública se reparte entre todos los escalones de la cadena delictiva. Incluso, en ocasiones el IVA no ingresado se destina al abaratamiento de los precios de los automóviles, lo que supone una competencia desleal para las empresas que sí cumplen con sus obligaciones fiscales.

La investigación ha culminado con la detención de ocho personas. Se han practicado siete registros en Alicante, Madrid, Guadalajara y Valencia, en los que se han intervenido 37 vehículos de lujo (Porsche, Mercedes, Lexus, Maserati, Jaguar, BMW,...), dos yates, casi 170.000 euros en efectivo, relojes de prestigiosas marcas y diversa documentación. Además se han bloqueado 81 cuentas corrientes de la organización y se ha procedido a la anotación preventiva respecto de 86 inmuebles (viviendas, plazas de garaje y fincas rústicas).

8.7.  Trama de ocultación de dinero en cuentas de Liechtenstein

La investigación tiene su origen en la denuncia presentada por la Agencia Tributaria sobre la base de informaciones recibidas en el ámbito de la colaboración internacional en la Unión Europea. Esta denuncia está relacionada con inversiones de ciudadanos españoles presuntamente no declaradas a la Hacienda Pública en LGT Group de Liechtenstein. El importe total de los capitales ocultados podría exceder de 200 millones de euros.

La investigación ha puesto de manifiesto la comercialización de estos productos ya referidos a través de bancos privados y agencias de inversión, habiendo utilizado también a distintas asesorías fiscales, todo ello con el fin de facilitar al inversor una estructura opaca que permitiera su ocultamiento ante la Hacienda Pública y evitar sus consecuencias impositivas o patrimoniales.

Asimismo, se ha podido establecer la existencia de una cantidad de personas físicas y jurídicas que habrían dirigido a través de estas estructuras importantes cantidades de dinero hacia el principado ya mencionado, gestionando estas inversiones a través de fundaciones administradas por mercantiles ubicadas en distintos paraísos fiscales para evitar la relación del dinero con el inversor en cuestión.

Los registros practicados han permitido incautar numerosa documentación relacionando de forma definitiva al inversor con los productos bancarios, y han sido realizados en agencias de inversión de Madrid, Barcelona y Zaragoza; un banco privado en Madrid y Málaga; distintas asesorías fiscales de Barcelona, Madrid y Marbella y en sedes de personas físicas y jurídicas de Barcelona, Madrid y la Provincia de Málaga.

8.8.  Operaciones a través de un entramado de sociedades

Fondos con origen ilegal en el extranjero tratan de blanquearse en España para, una vez blanqueados, retornar a su país de origen.

Sociedades constituidas en paraísos fiscales transfirieron desde el extranjero grandes sumas de dinero a cuentas de un grupo de sociedades españolas, de reciente constitución, sin actividad hasta ese momento, administradas por testaferros. Las transferencias se instrumentaron como préstamos concedidos a las sociedades españolas, y se aplicaron a inversiones en proyectos inmobiliarios. Más tarde, las propiedades inmobiliarias se vendieron y el precio obtenido comenzó a ser transferido de nuevo a su punto de origen, en concepto de devolución de los préstamos, tratando de conseguir desvincularlos de su origen ilegal.

8.9.  Operaciones inmobiliarias de extranjeros utilizando redes de sociedades

Una empresa extranjera, líder del sector inmobiliario turístico en Europa, tiene una gran cartera de clientes interesados en adquirir propiedades en zonas turísticas, para lo cual ha establecido una extensa red de sociedades colaboradoras que desarrollan su actividad en distintas zonas del Mediterráneo. El sistema que ofrece a sus clientes consiste en la presentación de inmuebles mediante visitas o reportajes fotográficos, y la gestión de compra y liquidación de todo tipo de gastos a través de las sociedades colaboradoras que existen en cada uno de los sitios turísticos.

Una sociedad española, que actuaba como colaboradora de esa empresa, mantenía cuentas en diversas entidades de crédito, a través de las cuales gestionaba un gran volumen de fondos, procedentes en su mayoría de transferencias ordenadas por diversas personas y sociedades desde un país europeo y varios paraísos fiscales. Estas cuentas presentaban un volumen de disposición de fondos muy elevado, equivalentes prácticamente al importe de las transferencias recibidas. Las cantidades dispuestas mediante operaciones de efectivo o cheques librados al portador fueron el principal factor de sospecha. El análisis llevado a cabo en el SEPBLAC reveló que varios de los clientes, cuyos fondos habían sido gestionados, realizaban actividades irregulares que generaban fondos que luego se destinaban a la adquisición de inmuebles, en la que se cometían presuntas irregularidades fiscales.

Se comprobó también que muchas de las operaciones se realizaban a nombre de sociedades mercantiles, creadas expresamente con este objeto específico, que posteriormente vendían el inmueble por un precio declarado que permitía el blanqueo definitivo de las cantidades inicialmente pagadas en efectivo.

8.10.  Inversiones en obras de arte en el delito de blanqueo

Una persona física llevaba a cabo una operativa bancaria irregular, consistente en el ingreso de importantes cantidades en efectivo en cuentas, disponiendo de este dinero a los pocos días, en una localidad distinta, mediante billetes de quinientos euros. En principio justificó los ingresos en una supuesta operación inmobiliaria, y los reintegros en la adquisición de obras de arte por encargo de terceros.

Los datos analizados revelaron una serie de irregularidades en la documentación que había mostrado en las entidades para esas justificaciones de las operaciones de ingreso y reintegro.

El hecho de que las personas por las que supuestamente realizaba las operaciones de adquisición de arte tuvieran antecedentes relacionados con el tráfico de estupefacientes alertó sobre ellas, comprobándose en el análisis que había realizado otras con anterioridad.

La inversión en este tipo de bienes aporta un valor añadido a las operaciones de blanqueo, ya que, además de la regularización de los fondos, se obtiene una posible revalorización de los bienes.

8.11.  Blanqueo de capitales a través de operaciones inmobiliarias por organizaciones delictivas extranjeras

Un grupo de personas, nacionales de países del Este de Europa, desarrollaba negocios en España mediante la promoción y construcción de un gran complejo inmobiliario en la costa española.

Para ello constituían una sociedad en España, que procedía a la adquisición de terrenos y posterior construcción de una urbanización de lujo. Para financiar la operación, la sociedad solicitaba un préstamo en una entidad bancaria española.

Al finalizar las obras, todas las viviendas eran adquiridas por sociedades mercantiles, de similar denominación y constituidas al mismo tiempo. Estas sociedades eran propiedad de personas de la misma nacionalidad que la de los socios de la sociedad constructora, y asumían la carga hipotecaria que les correspondía.

El análisis de los movimientos bancarios de las cuentas en las que se domiciliaron los pagos de los préstamos hipotecarios que financiaban cada una de las viviendas reveló que todos los deudores recibían ingresos que seguían un patrón similar. Así, se pudo determinar que todos los fondos tenían un mismo origen, esto es, un mismo remitente. Este pudo ser identificado como una sociedad mercantil supuestamente vinculada a una organización delictiva extranjera.

De esta forma, se llegó a la conclusión de que todos los adquirentes de los inmuebles eran posiblemente miembros de una misma organización delictiva, que había construido y elegido el complejo como lugar de residencia temporal de sus principales dirigentes.

8.12.  Blanqueo del dinero de narcotráfico en bienes inmuebles

Un grupo de personas relacionadas familiarmente, con antecedentes en un país europeo de vinculación con el narcotráfico, eligió España como lugar en el que desarrollar una actividad empresarial inmobiliaria para blanquear sus fondos.

Asesorados por un despacho de abogados, crearon para ello una compleja estructura, en la que se incluían decenas de sociedades, instrumentales y constructoras, y abrieron una multitud de cuentas bancarias. Los fondos necesarios para llevar a cabo la inversión procedían de otros países, siempre paraísos fiscales, a través de movimientos internacionales que tenían como destino las cuentas de las sociedades instrumentales. Desde estas, los fondos eran transferidos a las cuentas de las sociedades constructoras, bajo el concepto de una supuesta prestación de servicios o venta de mercancías.

Los inmuebles cambiaban de titularidad con mucha frecuencia, declarándose unos precios cada vez mayores. Con estas plusvalías se conseguían justificar los elevados ingresos que financiaban nuevos complejos urbanísticos. Simultáneamente, se solicitaban préstamos a las entidades bancarias, garantizados mediante avales emitidos por bancos extranjeros.

Las sociedades instrumentales servían también para el diseño de otras operaciones protagonizadas por terceras personas, cuyos intereses criminales se relacionaban con delitos de naturaleza fiscal o comportamientos ligados a la corrupción.

En definitiva, la estructura inicialmente diseñada para blanquear capitales, había derivado en un grupo de empresas capaz de generar, a partir de la actividad inmobiliaria, elevados ingresos que permitían no solo el blanqueo de capitales, sino también la financiación de nuevos proyectos, incluidos los relacionados con la comisión de nuevos delitos.

8.13.  Desvío de fondos de una organización sin ánimo de lucro a sus gestores

Dos personas extranjeras abrieron una cuenta bancaria en España para canalizar fondos que destinarían a la adquisición de una vivienda. En esta cuenta se ingresaron fondos mediante transferencias emitidas desde cuentas bancarias en paraísos fiscales, de las que ellos mismos eran titulares.

Una de esas personas era directivo de una organización sin ánimo de lucro, que lleva a cabo varios proyectos sociales de ayuda a menores desamparados, personas desfavorecidas, o en situación marginal, en países en vías de desarrollo. Para realizar esta actividad, la organización contaba con importantes ingresos, procedentes de subvenciones públicas y de donaciones privadas.

Los fondos recaudados se enviaban a organizaciones locales de los países en los que se iban a desarrollar los proyectos, con las cuales mantenían supuestos acuerdos de colaboración. Sin embargo, pudo comprobarse que los fondos eran luego transferidos desde las cuentas de estas organizaciones a cuentas abiertas en paraísos fiscales, en las que permanecían, bastante tiempo en algunos casos, hasta que se enviaban a España para su utilización en la adquisición de viviendas de lujo a nombre de esas dos personas.
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Obligaciones de los sujetos obligados 



1.  CONOCIMIENTO DE LOS CLIENTES Y DE SU NEGOCIO

1.1.  Tipos de obligaciones respecto de los clientes y sus negocios

1.1.1.  Medidas normales, simplificadas y reforzadas en la Ley 10/2010

La Ley 10/2010, siguiendo el contenido de las Directivas de la UE, distingue tres grupos de medidas de diligencia debida respecto de los clientes y sus negocios: medidas normales, simplificadas y reforzadas.

Dentro de las medidas normales, se establecen las obligaciones de identificar formalmente al cliente, identificar al titular real en lo supuestos en los que proceda, obtener información del propósito e índole de la relación de negocios, y hacer un seguimiento continuo de la relación de negocios.

Estas medidas, excepto la relativa al seguimiento continuo de la relación de negocios, pueden ser contratadas para que se apliquen por terceros.

Dentro del grupo de medidas simplificadas, se establecen en dicha norma una serie de supuestos en los que se autoriza a los sujetos obligados a no aplicar las medidas anteriores a determinados clientes, respecto de los que se considera que comportan un escaso riesgo de blanqueo de capitales. Asimismo, se establecen medidas simplificadas de diligencia debida respecto de determinados productos u operaciones, estableciendo en algunos supuestos límites cuantitativos. Establece la Ley, además, que reglamentariamente podrán autorizarse la aplicación de otras medidas simplificadas de diligencia debida, respecto de clientes, así como de productos y operaciones que comporten un riesgo escaso de blanqueo.

Por último, se establecen una serie de medidas reforzadas de diligencia debida, que podrán ser ampliadas cuando se apruebe el desarrollo reglamentario, en supuestos que pueden presentar un mayor riesgo para el blanqueo de capitales, como son la actividad de banca privada, los servicios de envío de dinero, las operaciones de cambio de moneda extranjera, las relaciones de negocio y operaciones no presenciales, las relaciones de corresponsalía bancaria transfronteriza, las relaciones con personas con responsabilidad pública, o los productos u operaciones propicias al anonimato y nuevos desarrollos tecnológicos. Establece, además, la Ley 10/2010 que reglamentariamente podrán concretarse las medidas reforzadas de diligencia debida exigibles en las áreas de negocio o actividades que presenten un riesgo más elevado de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

1.1.2.  Tipos de medidas en los antecedentes internacionales

Como se ha expuesto en el apartado correspondiente, La Ley 10/2010 transpone la Directiva 2005/60, y a su vez, las Directivas de la UE han seguido en su contenido las recomendaciones del GAFI. Por ello, se considera interesante hacer referencia a estos antecedentes internacionales en aquellos supuestos en los que su contenido pueda aportar información adicional sobre los objetivos perseguidos por la norma española o su contenido.

La Directiva 2005/60 establece que las entidades y personas sujetas aplicarán en relación con su clientela las medidas de diligencia debida con respecto al cliente en los siguientes casos:

a) Al establecer una relación de negocios.

b) Al efectuar transacciones ocasionales por un valor igual o superior a 15.000 euros, ya se lleven éstas a cabo en una o en varias transacciones entre las que parezca existir algún tipo de relación.

c) Cuando existan sospechas de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, con independencia de cualquier excepción, exención o umbral.

d) cuando existan dudas sobre la veracidad o adecuación de los datos de identificación del cliente obtenidos con anterioridad.

La Directiva reconoce que el riesgo de blanqueo de capitales y financiación del terrorismo no es el mismo en todos los casos, y por ello establece la misma clasificación de medidas de diligencia debida normales, simplificadas y reforzadas.

En relación con los clientes, el artículo 8 establece que las medidas de diligencia debida con respecto al cliente comprenderán las actividades siguientes:

a) La identificación del cliente y la comprobación de su identidad sobre la base de documentos, datos o informaciones obtenidas de fuentes fiables e independientes.

b) En su caso, la identificación del titular real y la adopción a fin de comprobar su identidad de medidas adecuadas y en función del riesgo tales que garanticen a la entidad o persona sujeta a lo dispuesto en la presente Directiva el conocimiento del titular real, incluida, en el caso de las personas jurídicas, fideicomisos e instrumentos jurídicos similares, la adopción de medidas adecuadas y en función del riesgo a fin de comprender la estructura de propiedad y control del cliente.

c) La obtención de información sobre el propósito e índole prevista de la relación de negocios.

d) La aplicación de medidas de seguimiento continuo a la relación de negocios, incluido el escrutinio de las transacciones efectuadas a lo largo de dicha relación a fin de garantizar que coincidan con el conocimiento que tengan la entidad o persona del cliente y de su perfil empresarial y de riesgo, incluido, en su caso, el origen de los fondos, y garantizar que los documentos, datos o información de que se disponga estén actualizados.

La Recomendación 5 del GAFI establece que las medidas a tomar sobre procedimientos de debida diligencia respecto del cliente, son, entre otras, la de identificar al cliente y verificar su identidad empleando documentos, datos e información de una fuente independiente y confiable.

1.2.  Identificación formal de los clientes

1.2.1.  Obligación

Establece la Ley 10/2010 que los sujetos obligados identificarán a cuantas personas físicas o jurídicas pretendan establecer relaciones de negocio o intervenir en cualesquiera operaciones.

Los sujetos obligados podrán recurrir a terceros para la aplicación de esta medida, con los requisitos que se exponen en el apartado correspondiente.

De las medidas que tome cada empresa para asegurar adecuadamente la identificación de los clientes mediante documentos fehacientes, depende la abstención o no en la ejecución de operaciones y el mantenimiento de las relaciones de negocio, en cumplimiento de la legislación de prevención del blanqueo, con las responsabilidades que se derivarían de un posible incumplimiento.

El artículo 8 de la Directiva 2005/60 establece que las medidas de diligencia debida con respecto al cliente comprenderán la identificación del cliente y la comprobación de su identidad sobre la base de documentos, datos o informaciones obtenidas de fuentes fiables e independientes.

1.2.2.  Tipo de clientes

1.2.2.1.  Antecedentes

En lo que respecta a la identificación de las personas jurídicas, en la nota interpretativa de la Recomendación 5 del GAFI se señala que cuando se lleven a cabo las medidas relativas a la identificación del cliente y el seguimiento continuo de sus operaciones, en relación con personas jurídicas o estructuras jurídicas, las instituciones financieras (y otros sujetos obligados) deberían:

a) Verificar si una persona que supuestamente actúa en nombre del cliente está autorizada para hacerlo, e identificar a esa persona.

b) Identificar al cliente y verificar su identidad los tipos de medidas que se necesitarían normalmente para cumplir satisfactoriamente con esta función demandarían obtener pruebas de su constitución u otra constancia similar de la situación legal de la persona jurídica o estructura jurídica, así como información relativa al nombre del cliente, los nombres de los fiduciarios, la forma legal, domicilio, directores y cláusulas relativas a la capacidad de obligar a la persona jurídica o estructura jurídica.

c) Identificar al beneficiario final, hasta llegar a comprender la estructura de propiedad y control y tomar medidas razonables para verificar la identidad de esas personas. Los tipos de medidas que se necesitarían normalmente para cumplir satisfactoriamente con esta función requieren identificar a las personas físicas que tengan una participación significativa o de control e identificar a las personas físicas que constituyen la cabeza y la gestión de la persona jurídica o estructura legal. Cuando el cliente o el propietario de la participación significativa o de control sea una sociedad anónima cuyos títulos se cotizan en bolsa, que por ley debe cumplir con requisitos de divulgación, no es necesario intentar identificar y verificar la identidad de ningún accionista de esa sociedad.

La información o los datos relevantes se podrán obtener de un registro público, del cliente o de otras fuentes confiables.

1.2.2.2.  Ley 10/2010 y desarrollo

Establece la Ley 10/2010 que la medida de identificación se aplicará a las personas físicas y jurídicas, así como a los fideicomisos ("trusts") u otros instrumentos jurídicos o masas patrimoniales que, no obstante carecer de personalidad jurídica, puedan actuar en el tráfico económico.

El artículo 3 del Reglamento de la Ley 19/1993 establece que en el caso de personas jurídicas, los sujetos obligados adoptarán medidas razonables al efecto de determinar su estructura accionarial o de control.

1.2.3.  Consecuencias de la falta de identificación

1.2.3.1.  Antecedentes

El artículo 9.5 de la directiva 2005/60 establece que los Estados miembros prohibirán a la entidad o persona interesada que no pueda identificar al titular efectuar operaciones a través de una cuenta bancaria, establecer una relación de negocios o llevar a cabo una transacción, o le exigirá que ponga fin a la relación de negocios y estudie el envío de una comunicación sobre el cliente a la unidad de inteligencia financiera (UIF).

En el mismo sentido se recogen las consecuencias de la falta de identificación en las 40 Recomendaciones del GAFI. Así, en la Recomendación 5 se señala que en los casos en que la institución financiera (y otros obligados citados en la Recomendación 12) no pueda cumplir con las medidas de identificación formal, beneficiario final y propósito de negocio, no debería abrir la cuenta, iniciar relaciones comerciales ni llevar a cabo la operación; o debería poner fin a la relación comercial; y debería considerar hacer un reporte de operaciones sospechosas (COS) en relación con el cliente.

1.2.3.2.  Ley 10/2010

La Ley regula con carácter común para todas las medidas de diligencia debida que los sujetos obligados no establecerán relaciones de negocio ni ejecutarán operaciones cuando no puedan aplicar dichas medidas. Cuando se aprecie la imposibilidad en el curso de la relación de negocios, los sujetos obligados pondrán fin a la misma, procediendo a realizar un examen especial de la operación, reseñando por escrito los resultados del mismo. La negativa a establecer relaciones de negocio o a ejecutar operaciones o la terminación de la relación de negocios por imposibilidad de aplicar las medidas de diligencia debida previstas en la Ley no conllevará, salvo que medie enriquecimiento injusto, ningún tipo de responsabilidad para los sujetos obligados.

Para el caso particular de la falta de identificación, establece la Ley 10/2010 que en ningún caso los sujetos obligados mantendrán relaciones de negocio o realizarán operaciones con personas físicas o jurídicas que no hayan sido debidamente identificadas. Queda prohibida, en particular, la apertura, contratación o mantenimiento de cuentas, libretas, activos o instrumentos numerados, cifrados, anónimos o con nombres ficticios.

1.2.4.  Momento de la identificación

1.2.4.1.  Antecedentes

El artículo 9 de la Directiva 2005/60 establece que los Estados miembros exigirán que la comprobación de la identidad del cliente y del titular real se efectúe antes de que se establezca una relación de negocios o de que se realice una transacción. No obstante lo anterior, los Estados miembros podrán permitir que la comprobación de la identidad del cliente y del titular real concluya en el momento de establecerse una relación de negocios, cuando ello sea necesario para no interrumpir el desarrollo normal de la operación y cuando el riesgo de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo sea escaso. En tal caso, el procedimiento se concluirá lo antes posible tras el primer contacto.

En la Recomendación 5 del GAFI se señala que las instituciones financieras (y otros obligados citados en la Recomendación 12) deberían verificar la identidad del cliente y del beneficiario final antes y mientras se establece una relación comercial o se hacen operaciones con clientes ocasionales. Los países pueden permitir a sus instituciones financieras que completen la verificación lo antes posible después de establecida la relación, cuando los riesgos de lavado de activos se estén manejando con eficacia y cuando sea esencial para no interrumpir el curso normal de los negocios. Entre los ejemplos de los tipos de circunstancias en las que se podría permitir que la verificación se complete después de establecida la relación comercial, porque sería esencial para no interrumpir el curso normal de la actividad, se incluyen los siguientes:

• Negocios que se hacen sin la presencia física de las partes.

• Operaciones en valores. En la industria de los valores, es posible que las compañías y los intermediarios se vean en la necesidad de realizar operaciones muy rápidamente, de acuerdo con las condiciones del mercado en el momento en que el cliente se pone en contacto con ellos y la realización de la operación puede ser necesaria antes de que esté completa la verificación de la identidad.

• El negocio de los seguros de vida. En relación con el negocio de los seguros de vida, los países pueden permitir que la identificación y verificación del beneficiario de la póliza se termine después de haber establecido la relación comercial con el titular de la póliza. Sin embargo, en todos esos casos la identificación y verificación deberían hacerse para la fecha o antes de la fecha de pago o para la fecha en que el beneficiario se propone ejercer derechos adquiridos bajo la póliza.

1.2.4.2.  Ley 10/2010

Con carácter previo al establecimiento de la relación de negocios o a la ejecución de cualesquiera operaciones, los sujetos obligados comprobarán la identidad de los intervinientes mediante documentos fehacientes. En el supuesto de no poder comprobar la identidad de los intervinientes mediante documentos fehacientes en un primer momento, en el plazo de un mes desde el establecimiento de la relación de negocio, los sujetos obligados deberán obtener de estos clientes una copia de los documentos necesarios para practicar la diligencia debida, salvo que existan elementos de riesgo en la operación.

En el ámbito del seguro de vida, la comprobación de la identidad del tomador deberá realizarse con carácter previo a la celebración del contrato. La comprobación de la identidad del beneficiario del seguro de vida deberá realizarse en todo caso con carácter previo al pago de la prestación derivada del contrato o al ejercicio de los derechos de rescate, anticipo o pignoración conferidos por la póliza.

1.2.5.  Documentos necesarios para la identificación

Establece la Ley 10/2010 que reglamentariamente se establecerán los documentos que deban reputarse fehacientes a efectos de identificación.

1.2.5.1.  Identificación de personas físicas

El artículo 3 del Reglamento de la Ley 19/1993 (Real Decreto 925/1995) establece que cuando el cliente sea persona física deberá presentar Documento Nacional de Identidad, permiso de residencia expedido por el Ministerio de Interior, pasaporte o documento de identificación válido en el país de procedencia que incorpore fotografía de su titular, todo ello sin perjuicio de la obligación que proceda de comunicar el número de identificación fiscal (NIF) o el número de identificación de extranjeros (NIE), según los casos, de acuerdo con las disposiciones vigentes. Asimismo se deberán acreditar los poderes de las personas que actúen en su nombre.

1.2.5.2.  Identificación de personas jurídicas

El artículo 3 del Real Decreto 925/1995 establece que las personas jurídicas deberán presentar documento fehaciente acreditativo de su denominación, forma jurídica, domicilio y objeto social, sin perjuicio de la obligación que proceda de comunicar el número de identificación fiscal (NIF). Asimismo se deberán acreditar los poderes de las personas que actúen en su nombre.

1.2.6.  Inclusión en el informe anual del experto externo

Una de las obligaciones que establece la Ley 10/2010 a los sujetos obligados es el examen anual de las medidas de control interno por parte de un experto externo.

En el informe que ha de emitir dicho experto, de acuerdo con lo expuesto en la Orden EHA/2444/2007, de 31 de julio, por la que se desarrolla el Reglamento de la Ley 19/1993, en relación con el informe del experto externo, se ha de incluir el examen de los siguientes aspectos relativos a la identificación formal de los clientes:

1. Procedimientos de identificación de clientes, con indicación expresa de la norma interna en la que se recogen y su contenido.

2. Procedimientos de conocimiento de clientes, con indicación expresa de la norma interna en la que se recogen, contenido, formularios de identificación y conocimiento del cliente, y medidas establecidas para la actualización de la información existente.

3. Procedimientos de verificación de las actividades declaradas por los clientes, con indicación expresa de la norma interna en la que se recogen, su contenido, y la determinación de los documentos a solicitar para la verificación de la actividad.

4. Excepciones a la obligación de identificar con indicación expresa de la norma interna en la que se recogen y su contenido.

5. Medidas adicionales de identificación y conocimiento del cliente establecidas en las áreas de negocio y actividades más sensibles, con indicación expresa de la norma interna en la que se recogen y su contenido.

1.2.7.  Incumplimiento de la obligación y sanción

1.2.7.1.  Infracciones

El incumplimiento de esta obligación constituye, según lo dispuesto en la Ley 10/2010, una infracción leve o grave, según las siguientes circunstancias:
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1.2.7.2.  Sanciones

• Sanciones por infracciones graves.

Las sanciones que se pueden imponer son las siguientes:

a) Sanciones al sujeto infractor.

Por la comisión de infracciones graves se impondrá obligatoriamente multa cuyo importe mínimo será de 60.001 euros y cuyo importe máximo podrá ascender hasta la mayor de las siguientes cifras: el 1 por 100 del patrimonio neto del sujeto obligado, el tanto del contenido económico de la operación, más un 50 por 100, o 150.000 euros. Además, se impondrá simultáneamente alguna de las siguientes: a) Amonestación privada. b) Amonestación pública.

b) Sanciones a los cargos de administración o dirección.

Además de la sanción que corresponda imponer al sujeto obligado por la comisión de infracciones graves, se podrá imponer a quienes, ejerzan cargos de administración o dirección y fueran responsables de la infracción, multa a cada uno de ellos por un importe mínimo de 3.000 euros y máximo de hasta 60.000 euros. Además, se podrán imponer simultáneamente las sanciones consistentes en amonestación privada, amonestación pública o la suspensión temporal en el cargo por plazo no superior a un año.

• Sanciones por infracciones leves.

Las sanciones que se pueden imponer son la amonestación privada y multa por importe de hasta 60.000 euros.

Los criterios de graduación de las sanciones leves y graves, así como el procedimiento para imponerlas se expone en el capítulo correspondiente al procedimiento sancionador.

1.3.  Identificación del titular real del negocio u operación

1.3.1.  Obligación

1.3.1.1.  Antecedentes

El artículo 8 de la Directiva 2005/60 establece que las medidas de diligencia debida con respecto al cliente comprenderán en su caso, la identificación del titular real y la adopción, a fin de comprobar su identidad, de medidas adecuadas y en función del riesgo tales que garanticen a la entidad o persona sujeta a lo dispuesto en la presente Directiva el conocimiento del titular real, incluida, en el caso de las personas jurídicas, fideicomisos e instrumentos jurídicos similares, la adopción de medidas adecuadas y en función del riesgo a fin de comprender la estructura de propiedad y control del cliente.

Se manifiesta también en la Directiva 2005/60 que la Directiva 91/308/CEE, si bien imponía la obligación de identificar a los clientes, contemplaba con relativamente escaso detalle los procedimientos necesarios a tal fin. Habida cuenta de la importancia crucial de este aspecto de la prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, es conveniente, de conformidad con las nuevas normas internacionales, introducir disposiciones más concretas y detalladas en materia de identificación del cliente y la de cualquier titular real así como de la comprobación de su identidad. A tal fin es fundamental una definición exacta del concepto de «titular real». Cuando aún no se haya designado a los titulares reales concretos de una entidad o instrumento jurídicos, como una fundación o un fideicomiso, y sea imposible, por tanto, reconocer a una persona física concreta como titular real, bastaría con determinar la «categoría de personas» destinadas a ser los beneficiarios de la fundación o fideicomiso. Este requisito no incluye la identificación de los individuos dentro de esa categoría de personas.

Las entidades y personas a quienes se aplica la Directiva deben, de conformidad con la misma, identificar y comprobar la identidad del titular real. Para cumplir con este requisito, la citadas entidades y personas podrán optar, si lo desean, por recurrir a los registros públicos de titulares reales, solicitar a sus clientes los datos pertinentes, o conseguir la información de cualquier otro modo, teniendo en cuenta que el nivel de estas medidas de diligencia debida con respecto al cliente responde al riesgo de blanqueo de capitales y financiación de actividades terroristas, que depende del tipo del cliente, de la relación comercial, del producto o de la transacción.

1.3.1.2.  Ley 10/2010

Dispone la Ley que los sujetos obligados identificarán al titular real y adoptarán medidas adecuadas a fin de comprobar su identidad con carácter previo al establecimiento de relaciones de negocio o a la ejecución de cualesquiera operaciones.

Los sujetos obligados podrán recurrir a terceros para la aplicación de esta medida, con los requisitos que se exponen en el apartado correspondiente.

Esta obligación requiere en la práctica que el sujeto obligado no se tiene que limitar a verificar la documentación aportada por el cliente que comparece en las operaciones, sino que ha de adoptar las "medidas adecuadas" para tratar de averiguar si dicho cliente es verdaderamente el titular de la operación. Si esto es difícil, lo es aún más si, como establece la normativa, lo ha de hacer con carácter previo al inicio de las operaciones. No hay que olvidar que en el artículo 7 de la Ley se dice que los sujetos obligados deberán estar en condiciones de demostrar a las autoridades competentes que las medidas adoptadas tienen el alcance adecuado en vista del riesgo de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo mediante un previo análisis de riesgo, que en todo caso deberá constar por escrito.

Por otro lado, resulta contradictorio que esta obligación se pueda recurrir contratando con un tercero la aplicación de la misma, ya que si el sujeto obligado tiene dificultades para cumplir con la obligación, más las va a tener un tercero que, en principio, desconoce más la actividad y los clientes. Quizás hubiera resultado más lógico que esta obligación tuviera que cumplirse directamente por el sujeto pasivo, como ocurre en la relativa al seguimiento continuo de la relación de negocios, que se expone más adelante, obligación que no puede ser aplicada por un tercero.

1.3.2.  Momento de la identificación

1.3.2.1.  Antecedentes

El artículo 9 de la Directiva 2005/60 establece que los Estados miembros exigirán que la comprobación de la identidad del cliente y del titular real se efectúe antes de que se establezca una relación de negocios o de que se realice una transacción. No obstante lo anterior, los Estados miembros podrán permitir que la comprobación de la identidad del cliente y del titular real concluya en el momento de establecerse una relación de negocios, cuando ello sea necesario para no interrumpir el desarrollo normal de la operación y cuando el riesgo de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo sea escaso. En tal caso, el procedimiento se concluirá lo antes posible tras el primer contacto.

En la Recomendación 5 del GAFI se señala que las instituciones financieras (y otros obligados citados en la Recomendación 12) deberían verificar la identidad del cliente y del beneficiario final antes y mientras se establece una relación comercial o se hacen operaciones con clientes ocasionales.

1.3.2.2.  Ley 10/2010

Los sujetos obligados identificarán al titular real con carácter previo al establecimiento de relaciones de negocio o a la ejecución de cualesquiera operaciones.

1.3.3.  Quién es el titular real

1.3.3.1.  Antecedentes

El artículo 3 de la Directiva 2005/60 define al titular real como la persona o personas físicas que posean o controlen en último término al cliente y/o la persona física por cuenta de la cual se lleve a cabo una transacción o actividad. El titular real incluirá, como mínimo:

1. En el caso de las personas jurídicas:

• La persona o personas físicas que en último término posean o controlen una entidad jurídica a través de la propiedad o el control, directos o indirectos, en dicha persona jurídica de un porcentaje suficiente de acciones o derechos de voto, incluidas las carteras de acciones al portador, exceptuando las sociedades que coticen en un mercado regulado y que estén sujetas a requisitos de información de Derecho comunitario o a normas internacionales equivalentes; para cumplir este criterio, se considerará suficiente un porcentaje del 25 por 100 más una acción.

• La persona o personas físicas que ejerzan por otros medios el control de la gestión de una entidad jurídica.

2. En el caso de las entidades jurídicas, como las fundaciones, y de los instrumentos jurídicos, como los fideicomisos, que administren y distribuyan fondos:

• Cuando ya se hayan designado los futuros titulares, la persona o personas físicas que sean titulares del 25 por 100 o más de los bienes de una entidad o un instrumento jurídicos.

• Cuando los beneficiarios de la entidad o el instrumento jurídicos estén aún por designar, la categoría de personas en beneficio de la cual se ha creado o actúa principalmente la entidad o el instrumento jurídicos.

• La persona o personas naturales que ejerzan un control sobre el 25 por 100 o más de los bienes de una entidad o un instrumento jurídicos.

Por último, en la Recomendación 5 del GAFI se manifiesta que "Beneficiario final" se refiere a las personas físicas que son las propietarias finales o tienen el control final de un cliente y/o de la persona en cuyo nombre se realiza una operación. También comprende a aquellas personas que ejercen el control efectivo final sobre una persona jurídica o acuerdo legal.

1.3.3.2.  Ley 10/2010

Establece la Ley 10/2010 que es titular real:

a) La persona o personas físicas por cuya cuenta se pretenda establecer una relación de negocios o intervenir en cualesquiera operaciones.

b) La persona o personas físicas que en último término posean o controlen, directa o indirectamente, un porcentaje superior al 25 por 100 del capital o de los derechos de voto de una persona jurídica, o que por otros medios ejerzan el control, directo o indirecto, de la gestión de una persona jurídica. Se exceptúan las sociedades que coticen en un mercado regulado de la Unión Europea o de países terceros equivalentes.

c) La persona o personas físicas que sean titulares o ejerzan el control del 25 por 100 o más de los bienes de un instrumento o persona jurídicos que administre o distribuya fondos, o, cuando los beneficiarios estén aún por designar, la categoría de personas en beneficio de la cual se ha creado o actúa principalmente la persona o instrumento jurídicos.

Los sujetos obligados recabarán información de los clientes para determinar si éstos actúan por cuenta propia o de terceros. Cuando existan indicios o certeza de que los clientes no actúan por cuenta propia, los sujetos obligados recabarán la información precisa a fin de conocer la identidad de las personas por cuenta de las cuales actúan aquéllos.

Los sujetos obligados adoptarán medidas adecuadas al efecto de determinar la estructura de propiedad o de control de las personas jurídicas.

En la práctica, la identificación del titular real en algunos supuestos anteriores puede resultar fácil verificando determinada documentación, pero en el resto de supuestos esta va a ser una de las medidas más difíciles de cumplir por los sujetos obligados, ya que a veces solamente se podrá averiguar el titular real haciendo una verdadera investigación, ya que el cliente "aparente" no va a colaborar en identificar al titular real. El problema que tienen los sujetos obligados es que tienen que demostrar que han adoptado las medidas adecuadas, y han recabado la información necesaria para identificar al titular real de la operación o negocio, ya que en el artículo 7 de la Ley se dice que los sujetos obligados deberán estar en condiciones de demostrar a las autoridades competentes que las medidas adoptadas tienen el alcance adecuado en vista del riesgo de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo mediante un previo análisis de riesgo, que en todo caso deberá constar por escrito.

1.3.4.  Consecuencias de la falta de identificación

1.3.4.1.  Antecedentes

El artículo 9.5 de la directiva 2005/60 establece que los Estados miembros prohibirán a la entidad o persona interesada que no pueda identificar al titular real efectuar operaciones a través de una cuenta bancaria, establecer una relación de negocios o llevar a cabo una transacción, o le exigirá que ponga fin a la relación de negocios y estudie el envío de una comunicación sobre el cliente a la unidad de inteligencia financiera (UIF).

En el mismo sentido se recogen las consecuencias de la falta de identificación en las 40 Recomendaciones del GAFI. Así, en la Recomendación 5 se señala que en los casos en que la institución financiera (y otros obligados citados en la Recomendación 12) no pueda cumplir con las medidas de identificación formal, beneficiario final y propósito de negocio, no debería abrir la cuenta, iniciar relaciones comerciales ni llevar a cabo la operación; o debería poner fin a la relación comercial; y debería considerar hacer un reporte de operaciones sospechosas (COS) en relación con el cliente.

1.3.4.2.  Ley 10/2010

La Ley regula con carácter común para todas las medidas de diligencia debida que los sujetos obligados no establecerán relaciones de negocio ni ejecutarán operaciones cuando no puedan aplicar dichas medidas. Cuando se aprecie la imposibilidad en el curso de la relación de negocios, los sujetos obligados pondrán fin a la misma, procediendo a realizar un examen especial de la operación, reseñando por escrito los resultados del mismo. La negativa a establecer relaciones de negocio o a ejecutar operaciones o la terminación de la relación de negocios por imposibilidad de aplicar las medidas de diligencia debida previstas en la Ley no conllevará, salvo que medie enriquecimiento injusto, ningún tipo de responsabilidad para los sujetos obligados.

Para el caso particular de falta de identificación de las personas jurídicas, el artículo 4.3 de la Ley 10/2010 establece que los sujetos obligados no establecerán o mantendrán relaciones de negocio con personas jurídicas cuya estructura de propiedad o de control no haya podido determinarse. Si se trata de sociedades cuyas acciones estén representadas mediante títulos al portador, se aplicará la prohibición anterior salvo que el sujeto obligado determine por otros medios la estructura de propiedad o de control. Esta prohibición no será aplicable a la conversión de los títulos al portador en títulos nominativos o en anotaciones en cuenta.

1.3.5.  Inclusión en el informe anual del experto externo

Una de las obligaciones que establece la Ley 10/2010 a los sujetos obligados es el examen anual de las medidas de control interno por parte de un experto externo.

En el informe que ha de emitir dicho experto, de acuerdo con lo expuesto en la Orden EHA/2444/2007, de 31 de julio, por la que se desarrolla el Reglamento de la Ley 19/1993, en relación con el informe del experto externo, se ha de incluir el examen de los siguientes aspectos relativos a la identificación del cliente:

a) Procedimientos de identificación de clientes, con indicación expresa de la norma interna en la que se recogen y su contenido.

b) Procedimientos de conocimiento de clientes, con indicación expresa de la norma interna en la que se recogen, contenido, formularios de identificación y conocimiento del cliente, y medidas establecidas para la actualización de la información existente.

c) Procedimientos existentes para conocer a los beneficiarios últimos de relaciones con clientes que actúan por cuenta ajena y para conocer la estructura accionarial y de control de las personas jurídicas con indicación expresa de la norma interna en la que se recogen y su contenido.

d) Excepciones a la obligación de identificar con indicación expresa de la norma interna en la que se recogen y su contenido.

e) Medidas adicionales de identificación y conocimiento del cliente establecidas en las áreas de negocio y actividades más sensibles, con indicación expresa de la norma interna en la que se recogen y su contenido.

1.3.6.  Incumplimiento de la obligación y sanción

1.3.6.1.  Infracciones

El incumplimiento de esta obligación constituye, según lo dispuesto en la Ley 10/2010, una infracción leve o grave, según las siguientes circunstancias:
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1.3.6.2.  Sanciones

• Sanciones por infracciones graves.

Las sanciones que se pueden imponer son las siguientes:

a) Sanciones al sujeto infractor.

Por la comisión de infracciones se impondrá obligatoriamente multa cuyo importe mínimo será de 60.001 euros y cuyo importe máximo podrá ascender hasta la mayor de las siguientes cifras: el 1 por 100 del patrimonio neto del sujeto obligado, el tanto del contenido económico de la operación, más un 50 por 100, o 150.000 euros. Además, se impondrá simultáneamente alguna de las siguientes: a) Amonestación privada. b) Amonestación pública.

b) Sanciones a los cargos de administración o dirección.

Además de la sanción que corresponda imponer al sujeto obligado por la comisión de infracciones, se podrá imponer a quienes, ejerzan cargos de administración o dirección y fueran responsables de la infracción, multa a cada uno de ellos por un importe mínimo de 3.000 euros y máximo de hasta 60.000 euros. Además, se podrán imponer simultáneamente las sanciones consistentes en amonestación privada, amonestación pública o la suspensión temporal en el cargo por plazo no superior a un año.

• Sanciones por infracciones leves.

Las sanciones que se pueden imponer son la amonestación privada y multa por importe de hasta 60.000 euros.

Los criterios de graduación de las sanciones leves y graves, así como el procedimiento para imponerlas se expone en el capítulo correspondiente al procedimiento sancionador.

1.4.  Información sobre el propósito e índole de la relación de negocios

1.4.1. Obligación

Establece la Ley 10/2010 que los sujetos obligados obtendrán información sobre el propósito e índole prevista de la relación de negocios. En particular, los sujetos obligados recabarán de sus clientes información a fin de conocer la naturaleza de su actividad profesional o empresarial y adoptarán medidas dirigidas a comprobar razonablemente la veracidad de dicha información.

Esta obligación, al contrario que otras ya expuestas, puede ser formalmente cumplida por el sujeto obligado, ya que el texto de la Ley dice que los sujetos obligados obtendrán información y recabarán de sus clientes información para conocer la naturaleza de la actividad a realizar. Sin embargo, en determinados supuestos resultará difícil cumplir con la última parte de la obligación, que obliga a adoptar medidas encaminadas a comprobar la veracidad de la información suministrada por el cliente, sobre todo si el cliente no realiza ninguna actividad empresarial o profesional. En este sentido, el artículo 7 de la Ley dispone que los sujetos obligados deberán estar en condiciones de demostrar a las autoridades competentes que las medidas adoptadas tienen el alcance adecuado en vista del riesgo de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo mediante un previo análisis de riesgo, que en todo caso deberá constar por escrito.

1.4.2.  Forma de cumplir la obligación

1.4.2.1.  Antecedentes

El artículo 8 de la Directiva 2005/60 establece que las medidas de diligencia debida con respecto al cliente comprenderán la obtención de información sobre el propósito e índole prevista de la relación de negocios.

En la Recomendación 5 del GAFI se establece que las medidas a tomar sobre procedimientos de debida diligencia respecto del cliente, son, entre otras, obtener la información sobre el propósito y la naturaleza de la relación comercial.

1.4.2.2.  Ley 10/2010

Establece la Ley que las medidas que han de aplicar los sujetos obligados consistirán en el establecimiento y aplicación de procedimientos de verificación de las actividades declaradas por los clientes. Dichos procedimientos tendrán en cuenta el diferente nivel de riesgo y se basarán en la obtención de los clientes de documentos que guarden relación con la actividad declarada o en la obtención de información sobre ella ajena al propio cliente. Los sujetos obligados podrán recurrir a terceros para la aplicación de esta medida, con los requisitos que se exponen en el apartado correspondiente.

Otra vez se impone a los sujetos obligados una obligación que exige una actividad de investigación por parte de los mismos. Si resulta necesario para cumplir la obligación, se deben obtener documentos e información ajena al propio cliente para verificar algo tan subjetivo como el propósito o índole de la relación de negocios.

1.4.3.  Consecuencias de la falta de información del propósito e índole de la relación de negocios

Los sujetos obligados no establecerán relaciones de negocio ni ejecutarán operaciones cuando no obtengan información del propósito e índole de la relación de negocios. Cuando se aprecie la imposibilidad en el curso de la relación de negocios, los sujetos obligados pondrán fin a la misma, procediendo a realizar un examen especial de la operación, reseñando por escrito los resultados del mismo.

La negativa a establecer relaciones de negocio o a ejecutar operaciones o la terminación de la relación de negocios por imposibilidad de aplicar las medidas de diligencia debida previstas en la Ley no conllevará, salvo que medie enriquecimiento injusto, ningún tipo de responsabilidad para los sujetos obligados.

En el mismo sentido se recogen las consecuencias de la falta de identificación en las 40 Recomendaciones del GAFI. Así, en la Recomendación 5 se señala que en los casos en que la institución financiera (y otros obligados citados en la Recomendación 12) no pueda cumplir con las medidas de identificación formal, beneficiario final y propósito de negocio, no debería abrir la cuenta, iniciar relaciones comerciales ni llevar a cabo la operación; o debería poner fin a la relación comercial; y debería considerar hacer un reporte de operaciones sospechosas (COS) en relación con el cliente.

1.4.4.  Incumplimiento de la obligación y sanción

1.4.4.1.  Infracciones

El incumplimiento de esta obligación constituye, según lo dispuesto en la Ley 10/2010, una infracción leve o grave, según las siguientes circunstancias:
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1.4.4.2.  Sanciones

• Sanciones por infracciones graves.

Las sanciones que se pueden imponer son las siguientes:

a) Sanciones al sujeto infractor.

Por la comisión de infracciones graves se impondrá obligatoriamente multa cuyo importe mínimo será de 60.001 euros y cuyo importe máximo podrá ascender hasta la mayor de las siguientes cifras: el 1 por 100 del patrimonio neto del sujeto obligado, el tanto del contenido económico de la operación, más un 50 por 100, o 150.000 euros. Además, se impondrá simultáneamente alguna de las siguientes: a) Amonestación privada. b) Amonestación pública.

b) Sanciones a los cargos de administración o dirección.

Además de la sanción que corresponda imponer al sujeto obligado por la comisión de infracciones graves, se podrá imponer a quienes, ejerzan cargos de administración o dirección y fueran responsables de la infracción, multa a cada uno de ellos por un importe mínimo de 3.000 euros y máximo de hasta 60.000 euros. Además, se podrán imponer simultáneamente las sanciones consistentes en amonestación privada, amonestación pública o la suspensión temporal en el cargo por plazo no superior a un año.

• Sanciones por infracciones leves.

Las sanciones que se pueden imponer son la amonestación privada y multa por importe de hasta 60.000 euros.

Los criterios de graduación de las sanciones leves y graves, así como el procedimiento para imponerlas se expone en el capítulo correspondiente al procedimiento sancionador.

1.5.  Seguimiento continuo de la relación de negocios de los clientes

1.5.1.  Obligación

1.5.1.1.  Antecedentes

El artículo 8 de la Directiva 2005/60 establece que las medidas de diligencia debida con respecto al cliente comprenderán la aplicación de medidas de seguimiento continuo a la relación de negocios, incluido el escrutinio de las transacciones efectuadas a lo largo de dicha relación a fin de garantizar que coincidan con el conocimiento que tengan la entidad o persona del cliente y de su perfil empresarial y de riesgo, incluido, en su caso, el origen de los fondos, y garantizar que los documentos, datos o información de que se disponga estén actualizados.

En la Recomendación 5 del GAFI, se manifiesta que las medidas a tomar sobre procedimientos de debida diligencia respecto del cliente, son, entre otras, la de llevar a cabo un proceso continuo de debida diligencia respecto de la relación comercial, así como un examen detallado de las operaciones realizadas durante todo el curso de esa relación, con el fin de asegurar que las operaciones que se están haciendo son compatibles con lo que la institución sabe del cliente, sus negocios y perfil de riesgo, incluso el origen de los fondos, en caso necesario.

1.5.1.2.  Ley 10/2010

Los sujetos obligados aplicarán medidas de seguimiento continuo a la relación de negocios, incluido el escrutinio de las operaciones efectuadas a lo largo de dicha relación.

1.5.2.  Objetivo de la obligación

Garantizar que coincidan con el conocimiento que tenga el sujeto obligado del cliente y de su perfil empresarial y de riesgo, incluido el origen de los fondos y garantizar que los documentos, datos e información de que se disponga estén actualizados.

1.5.3.  Forma de cumplir la obligación

Los sujetos obligados no podrán recurrir a terceros para la aplicación de esta medida, al contrario que en las medidas anteriores de identificación, información sobre el titular real y del propósito del negocio.

1.5.4.  Consecuencias de la falta de aplicación de la medida

Los sujetos obligados no establecerán relaciones de negocio ni ejecutarán operaciones cuando no puedan aplicar esta medida. Cuando se aprecie la imposibilidad en el curso de la relación de negocios, los sujetos obligados pondrán fin a la misma, procediendo a realizar un examen especial de la operación, reseñando por escrito los resultados del mismo.

La negativa a establecer relaciones de negocio o a ejecutar operaciones o la terminación de la relación de negocios por imposibilidad de aplicar las medidas de diligencia debida previstas en la Ley no conllevará, salvo que medie enriquecimiento injusto, ningún tipo de responsabilidad para los sujetos obligados.

1.5.5.  Incumplimiento de la obligación y sanción

1.5.5.1.  Infracciones

El incumplimiento de esta obligación constituye, según lo dispuesto en la Ley 10/2010, una infracción leve o grave, según las siguientes circunstancias:

[image: ]

1.5.5.2.  Sanciones

• Sanciones por infracciones graves.

Las sanciones que se pueden imponer son las siguientes:

a) Sanciones al sujeto infractor.

Por la comisión de infracciones graves se impondrá obligatoriamente multa cuyo importe mínimo será de 60.001 euros y cuyo importe máximo podrá ascender hasta la mayor de las siguientes cifras: el 1 por 100 del patrimonio neto del sujeto obligado, el tanto del contenido económico de la operación, más un 50 por 100, o 150.000 euros. Además, se impondrá simultáneamente alguna de las siguientes: a) Amonestación privada. b) Amonestación pública.

b) Sanciones a los cargos de administración o dirección.

Además de la sanción que corresponda imponer al sujeto obligado por la comisión de infracciones graves, se podrá imponer a quienes, ejerzan cargos de administración o dirección y fueran responsables de la infracción, multa a cada uno de ellos por un importe mínimo de 3.000 euros y máximo de hasta 60.000 euros. Además, se podrán imponer simultáneamente las sanciones consistentes en amonestación privada, amonestación pública o la suspensión temporal en el cargo por plazo no superior a un año.

• Sanciones por infracciones leves.

Las sanciones que se pueden imponer son la amonestación privada y multa por importe de hasta 60.000 euros.

Los criterios de graduación de las sanciones leves y graves, así como el procedimiento para imponerlas se expone en el capítulo correspondiente al procedimiento sancionador.

1.6.  Medidas simplificadas de diligencia debida respecto de clientes

1.6.1.  Supuestos de no aplicación en operaciones con países no equivalentes

Según dispone la Ley 10/2010, queda prohibida la aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida en el caso de países terceros no calificados como equivalentes o respecto de los que la Comisión Europea adopte la decisión a que se refiere la Disposición adicional de la Ley.

Se considerarán países terceros equivalentes, sin perjuicio de lo establecido en la Disposición adicional, aquellos Estados, territorios o jurisdicciones que, por establecer requisitos equivalentes a los de la legislación española, se determinen por la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

La Disposición adicional regula la pérdida de la condición de país tercero equivalente, disponiendo que perderán la condición de país tercero equivalente, aquellos Estados, territorios o jurisdicciones respecto de los que la Comisión Europea adopte una decisión en virtud de lo dispuesto en el artículo 40.4 de la Directiva 2005/60/CE, que dispone lo siguiente:

"La Comisión adoptará una decisión declarándolo, cuando considere que un tercer país no cumple los requisitos establecidos en la Directiva, o que la legislación de dicho tercer país no permite que el Estado exija a las entidades de crédito y financieras que apliquen en sus sucursales y filiales con participación mayoritaria situadas en terceros países medidas al menos equivalentes a las recogidas en la Directiva en materia de diligencia debida con respecto al cliente y conservación de documentos".

El artículo 29 de la Directiva 2005/60 establece que cuando la Comisión adopte una decisión en virtud del precepto anterior, los Estados miembros prohibirán la comunicación de información entre las entidades y personas sujetas a lo dispuesto en la presente Directiva y las entidades y personas del tercer país de que se trate.

En la Recomendación 21 del GAFI se manifiesta que las instituciones financieras deberían prestar especial atención a las relaciones comerciales y operaciones con personas, incluidas las empresas e instituciones financieras, de países donde no se aplican las Recomendaciones del GAFI o no se las aplica suficientemente. Cuando estas operaciones no tengan una causa lícita o económica aparente, deberá examinarse su trasfondo y fines, en la mayor medida posible, plasmándose los resultados por escrito, los que deben estar disponibles para ayudar a las autoridades competentes. En el caso de que ese país siga sin aplicar o aplicando de modo insuficiente las Recomendaciones del GAFI, las jurisdicciones deberían poder aplicar contramedidas apropiadas.

Establece la Ley 10/2010 que la Dirección General del Tesoro y Política Financiera mantendrá en su página Web una lista actualizada de los Estados, territorios o jurisdicciones que gocen de la condición de país tercero equivalente. En este sentido, la Resolución de 10 de septiembre de 2008, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, determina las jurisdicciones que establecen requisitos equivalentes a los de la legislación española de prevención del blanqueo de capitales: Argentina, Australia, Brasil, Canadá, Hong Kong, Japón, México, Nueva Zelanda, Federación Rusa, Singapur, Suiza, Sudáfrica y los Estados Unidos. Nota: La lista no es aplicable a los Estados miembros de la Unión Europea y del Espacio Económico Europeo que se benefician de iure de reconocimiento mutuo. La lista incluye, asimismo, a los territorios de ultramar franceses y neerlandeses.

1.6.2.  Otros supuestos de no aplicación

Se establece también en la Ley 10/2010 que mediante orden del Ministro de Economía y Hacienda podrá excluirse la aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida respecto de determinados clientes.

1.6.3.  Medidas simplificadas para entidades de derecho público, entidades financieras y sociedades con cotización en bolsa

1.6.3.1.  Antecedentes

El artículo 11 de la Directiva 2005/60 señala que las entidades y personas sujetas a lo dispuesto en la Directiva no estarán sometidas a los requisitos previstos en dichos artículos cuando el cliente sea una entidad de crédito o financiera contemplada en la Directiva, o una entidad de crédito o financiera establecida en un tercer país que imponga requisitos equivalentes a los prescritos por la Directiva y sea objeto de supervisión para garantizar el cumplimiento de esos requisitos.

Los Estados miembros podrán autorizar a las entidades y personas sujetas a lo dispuesto en la presente Directiva a no aplicar medidas de diligencia debida a:

a) Las sociedades con cotización en bolsa cuyos valores se admitan a negociación en un mercado regulado a efectos de la Directiva 2004/39/CE en uno o varios Estados miembros y las sociedades de terceros países con cotización en bolsa que estén sujetas a requisitos de información compatibles con el Derecho comunitario;

b) Los titulares reales de cuentas agrupadas pertenecientes a notarios y demás profesionales independientes del Derecho de los Estados miembros o de terceros países, siempre y cuando estén sujetos a requisitos de lucha contra el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo compatibles con las normas internacionales y cuyo cumplimiento de los mismos se someta a supervisión y siempre que pueda solicitarse la información acerca de la identidad del titular real a las entidades que actúan como entidades depositarias de las cuentas compartidas;

c) las autoridades públicas nacionales, o en el caso de cualquier otro cliente con respecto al cual el riesgo de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo sea escaso.

Por otro lado, los sujetos señalados en la Ley 10/2010 se citan en términos similares en las 40 Recomendaciones del GAFI, reflejándose en las notas interpretativas a la Recomendación 5 que entre los ejemplos en clientes a los que se les podrían aplicar medidas simplificadas o reducidas se encuentran los siguientes:

• Instituciones financieras -cuando estén sujetas a requisitos para combatir el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo compatibles con las Recomendaciones de GAFI y estén supervisadas respecto del cumplimiento de esos controles.

• Sociedades anónimas que cotizan sus títulos en bolsa y que por ley deben cumplir con requisitos de divulgación.

• Administraciones o empresas del gobierno.

1.6.3.2.  Ley 10/2010 y desarrollo reglamentario

Según el artículo 9.1. de la Ley 10/2010, dentro de las llamadas medidas simplificadas de diligencia debida, los sujetos obligados quedan autorizados a no aplicar las medidas de identificación, información sobre titular real, propósito de la relación de negocios y seguimiento continuo, debiendo reunir la información necesaria, respecto de los siguientes clientes:

a) Las entidades de derecho público de los Estados miembros de la Unión Europea o de países terceros equivalentes.

b) Las entidades financieras domiciliadas en la Unión Europea, o en países terceros equivalentes, que sean objeto de supervisión para garantizar el cumplimiento de las medidas de diligencia debida.

c) Las sociedades con cotización en bolsa cuyos valores se admitan a negociación en un mercado regulado de la Unión Europea o de países terceros equivalentes.

Los sujetos obligados deberán reunir en todo caso la información suficiente para determinar si el cliente puede acogerse a una de las excepciones anteriores.

El artículo 4.1 del Reglamento de la Ley 19/1993, Real Decreto 925/1995, establece que la obligación de identificación quedará exceptuada cuando el cliente sea una institución financiera domiciliada en el ámbito de la Unión Europea o en aquellos terceros Estados que, por establecer requisitos equivalentes a los de la legislación española, determine la Comisión de prevención del blanqueo de capitales e infracciones monetarias.

1.6.4.  Medidas simplificadas para clientes con escaso riesgo de blanqueo

Establece la Ley 10/2010 que reglamentariamente podrá autorizarse la aplicación de medidas simplificadas respecto de otros clientes que comporten un riesgo escaso de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

Los sujetos obligados deberán reunir en todo caso la información suficiente para determinar si el cliente puede acogerse a alguna de las excepciones.

1. Autoridades y organismos públicos.

A falta del desarrollo reglamentario, podemos citar en este sentido que en el artículo 3 de la Directiva 2006/70, que complementa el contenido de la Directiva 2005/60, establece que los Estados miembros podrán considerar que los clientes que sean autoridades u organismos públicos presentan un riesgo bajo de blanqueo de capitales o financiación del terrorismo, siempre que se cumpla la totalidad de los siguientes requisitos:

a) Que el cliente ejerza funciones públicas de conformidad con el Tratado de la Unión Europea, los Tratados comunitarios o el Derecho derivado comunitario.

b) Que la identidad del cliente sea públicamente notoria, transparente y cierta.

c) Que las actividades del cliente, así como sus prácticas contables, sean transparentes. A estos efectos, la actividad desarrollada por el cliente será supervisada por las autoridades competentes. Por supervisión se entenderá, en este contexto, la actividad supervisora que comporte las mayores facultades de control, incluida la posibilidad de llevar a cabo inspecciones in situ. Estas inspecciones incluirán el examen de las políticas, los procedimientos, los libros y los registros, así como la verificación de muestras.

d) que el cliente sea responsable ante una institución comunitaria o ante las autoridades de un Estado miembro, o que existan contrapesos y salvaguardias que garanticen la supervisión de la actividad del cliente.

2. Personas jurídicas que no tienen la condición de autoridad u organismo público.

El artículo 3 de la Directiva 2006/70, que complementa el contenido de la Directiva 2005/60, establece que los Estados miembros podrán considerar que los clientes que sean personas jurídicas y no tengan la condición de autoridad u organismo público son clientes que presentan un riesgo bajo de blanqueo de capitales o financiación del terrorismo, siempre que se cumpla la totalidad de los siguientes requisitos:

a) Que el cliente sea una entidad que realiza actividades financieras no incluidas en el ámbito de aplicación del artículo 2 de la Directiva 2005/60/CE, pero a la cual la legislación nacional ha hecho extensivas las obligaciones de dicha Directiva, de conformidad con su artículo 4.

b) Que la identidad del cliente sea públicamente notoria, transparente y cierta.

c) Que el cliente esté sujeto por la legislación nacional a la obligación de obtener autorización para emprender actividades financieras y esta autorización pueda denegarse cuando las autoridades competentes no están convencidas de que las personas que dirijan o vayan a dirigir efectivamente la actividad de dicha entidad o que ostenten su propiedad económica sean personas idóneas.

d) Que el cliente esté sujeto a supervisión, a tenor del artículo 37, apartado 3, de la Directiva 2005/60/CE, por parte de las autoridades competentes en lo que se refiere al cumplimiento de la legislación nacional de transposición de dicha Directiva, y, en su caso, a obligaciones adicionales conforme a la legislación nacional.

e) Que el incumplimiento por parte del cliente de las obligaciones a que se refiere la letra a) esté sujeto a sanciones efectivas, proporcionadas y disuasorias que incluya la posibilidad de medidas administrativas apropiadas o la imposición de sanciones administrativas.

1.7.  Medidas simplificadas de diligencia debida respecto de productos u operaciones

1.7.1.  Operaciones con escaso riesgo de blanqueo

El artículo 10.3 de la Ley 10/2010 establece que reglamentariamente podrá autorizarse la aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida respecto de productos u operaciones que comporten un riesgo escaso de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

La Disposición final quinta de la Ley 10/2010 establece que se habilita al Gobierno para que, en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor de dicha Ley, apruebe las disposiciones reglamentarias para su ejecución y desarrollo. A su vez, en la Disposición transitoria primera se establece que hasta la entrada en vigor de las disposiciones reglamentarias de la presente Ley, mantendrán su vigencia el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, aprobado por Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, y sus normas de desarrollo, en cuanto no resulten incompatibles con aquélla.

1.7.2.  Umbrales por importe

1.7.2.1.  Umbral general de la Ley 10/2010

El artículo 10.3 de la Ley 10/2010, dentro de las medidas simplificadas de diligencia debida, establece que reglamentariamente podrá autorizarse la no aplicación de todas o algunas de las medidas de diligencia debida en relación con aquellas operaciones que no excedan un umbral cuantitativo, bien singular, bien acumulado por periodos temporales, que, con carácter general, no superará los 1.000 euros.

1.7.2.2.  Umbral para identificación de clientes no habituales de entidades financieras

El artículo 4.a) del Reglamento de la Ley 19/1993 (Real Decreto 925/1995) dispone que para los sujetos obligados al régimen general (entidades financieras) la obligación de identificación de los clientes quedará exceptuada cuando se trate de operaciones con clientes no habituales cuyo importe no supere los 3.000 euros o su contravalor en divisas. Cuando se aprecie que los clientes fraccionan la operación en varias para eludir el deber de identificación, se sumará el importe de todas ellas y se procederá a exigir su identificación. No se aplicará el umbral si existen indicios de blanqueo en la operación.

1.7.2.3.  Umbral para identificación de clientes de otros sujetos obligados

En el caso de sujetos obligados por el régimen especial (resto de sujetos obligados que no son instituciones financieras) establece el artículo 16 del Reglamento, que exigirán los documentos acreditativos de la identificación de los clientes que efectúen operaciones por importes superiores a 8.000 euros o su contravalor en moneda extranjera. Este umbral no será aplicable a los auditores, contables externos o asesores fiscales, así como a los notarios, abogados y procuradores, que exigirán, en todo caso, la identificación de sus clientes. En relación con los notarios, esta obligación de identificación se entenderá sin perjuicio de otros requisitos adicionales establecidos en la legislación notarial. Si se apreciase que los clientes fraccionan la operación en varias para eludir el deber de identificación, se sumará el importe de todas ellas y se procederá a exigir su identificación.

1.7.2.4.  Casinos de juego

En el caso de los casinos de juego, establece el artículo 7.5. de la Ley 10/2010 la excepción a identificar a los clientes en las operaciones de compra o venta de fichas de juego por un valor igual o superior a 2.000 euros.

1.7.3.  Por el tipo de producto o servicio

1. Supuestos regulados en la Ley 10/2010.

Sin perjuicio de que en todo caso los sujetos obligados aplicarán las medidas de diligencia debida cuando concurran indicios de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, con independencia de cualquier excepción, exención o umbral, o cuando existan dudas sobre la veracidad o adecuación de los datos obtenidos con anterioridad, sin embargo el artículo 10 de la Ley 10/2010 establece que quedan autorizados a no aplicar las medidas de diligencia debida (identificación, titular real, propósito de negocio y seguimiento continuo) respecto de los siguientes productos u operaciones:

a) Pólizas de seguro de vida.

En general, no se aplicarán las medidas de diligencia debida a las pólizas de seguro de vida cuya prima anual no exceda de 1.000 euros o cuya prima única no exceda de 2.500 euros, salvo que se aprecie fraccionamiento de la operación.

En particular, podrá autorizarse la aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida, en los términos que reglamentariamente se determinen, en las pólizas del ramo de vida que garanticen exclusivamente el riesgo de fallecimiento, incluidas las que contemplen además garantías complementarias de indemnización pecuniarias por invalidez permanente o parcial, total o absoluta o incapacidad temporal.

b) Instrumentos de previsión social.

Los instrumentos de previsión social complementaria enumerados en el artículo 51 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de No Residentes y sobre el Patrimonio, siempre y cuando la liquidez se encuentre limitada a los supuestos contemplados en la normativa de planes y fondos de pensiones y no puedan servir de garantía para un préstamo.

c) Seguros colectivos.

Los seguros colectivos que instrumenten compromisos por pensiones a que se refiere la Disposición adicional primera del Texto Refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, siempre que cumplan los siguientes requisitos:

1.º Que instrumenten compromisos por pensiones que tengan su origen en un convenio colectivo o en un expediente de regulación de empleo aprobado por la autoridad laboral correspondiente.

2.º Que no admitan el pago de primas por parte del trabajador asegurado que, sumadas a las abonadas por el empresario tomador del seguro, supongan un importe superior a los límites establecidos por el artículo 52.1.b) de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, para los instrumentos de previsión social complementaria enumerados en su artículo 51.

3.º Que no puedan servir de garantía para un préstamo y no contemplen otros supuestos de rescate distintos a los excepcionales de liquidez recogidos en la normativa de planes de pensiones o a los recogidos en el artículo 29 del Real Decreto 1588/1999, de 15 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento sobre la instrumentación de los compromisos por pensiones de las empresas con los trabajadores y beneficiarios.

d) El dinero electrónico, en los términos que se determinen reglamentariamente. Se entenderá por dinero electrónico, según la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero el valor monetario representado por un crédito exigible a su emisor:


	
- Almacenado en un soporte electrónico. 

	
- Emitido al recibir fondos de un importe cuyo valor no será inferior al valor monetario emitido. 

	
- Aceptado como medio de pago por empresas distintas del emisor. 



En la Directiva 2009/110/CE, sobre el acceso a la actividad de las entidades de dinero electrónico y su ejercicio, así como sobre la supervisión prudencial de dichas entidades, se define el dinero electrónico como todo valor monetario almacenado por medios electrónicos o magnéticos que representa un crédito sobre el emisor, se emite al recibo de fondos con el propósito de efectuar operaciones de pago, y que es aceptado por una persona física o jurídica distinta del emisor de dinero electrónico.

Según el artículo 11.5 de la Directiva 2005/60, los Estados miembros podrán autorizar a las entidades y personas sujetas a lo dispuesto en la presente Directiva a no aplicar medidas de diligencia debida al dinero electrónico cuando el importe máximo almacenado en el dispositivo electrónico, en caso de que este no pueda recargarse, no exceda de 250 euros, o cuando, en caso de que el soporte electrónico pueda recargarse, el importe total disponible en un año natural esté limitado a 2.500 euros, salvo cuando el titular del dinero electrónico solicite el reembolso de una cantidad igual o superior a 1.000 euros en el curso de ese mismo año natural. En lo que respecta a las operaciones de pago nacionales, los Estados miembros o sus autoridades competentes podrán aumentar de 250 euros a un máximo de 500 euros el importe antes indicado.

2. Desarrollo reglamentario.

El artículo 16 Real Decreto 925/1995, establece los siguientes productos o servicios respecto de los que no existe la obligación de identificar al cliente:

• Cuando se trate de planes de pensiones o contratos de seguro de vida suscritos en virtud de una relación de trabajo o de la actividad profesional del asegurado, siempre que dichos contratos no contengan cláusula de rescate ni puedan servir de garantía para un préstamo.

• Cuando se trate de contratos de seguros de vida y complementarios realizados por empresas debidamente autorizadas, cuando el importe de la prima o de las primas periódicas que se deben pagar durante un año no exceda de 1.000 euros o, si se trata del pago de una prima única, cuando el importe sea inferior a 2.500 euros, y cuando se trate de planes de pensiones individuales siempre que la aportación o las aportaciones al año no superen los 1.000 euros.

• Cuando se haya establecido que el importe de las contraprestaciones de los seguros de vida, complementarios y planes de pensiones deba ser adeudado en una cuenta abierta a nombre del cliente en una entidad de crédito.

3. Supuestos contemplados en las Directiva Europeas.

Según el artículo 11.5 de la Directiva 2005/60, los Estados miembros podrán autorizar a las entidades y personas sujetas a lo dispuesto en la presente Directiva a no aplicar medidas de diligencia debida a:

a) Las pólizas de seguro de vida cuya prima anual no exceda de 1.000 euros o cuya prima única no exceda de 2.500 euros.

b) Las pólizas de seguros para planes de pensiones, siempre y cuando no contengan cláusula de rescate ni puedan servir de garantía para un préstamo.

c) Los planes de pensiones, jubilación o similares que contemplen el abono de prestaciones de jubilación a los empleados, siempre y cuando las cotizaciones se efectúen mediante deducción del salario y las normas del plan no permitan a los beneficiarios ceder su participación.

Por otro lado, el artículo 3.3.Directiva 2006/70 establece que a efectos del artículo 11, apartado 5, de la Directiva 2005/60/CE, los Estados miembros podrán autorizar que las entidades y personas a que se refiere dicha Directiva consideren que los productos o las transacciones conexas a dichos productos presentan un riesgo bajo de blanqueo de capitales o financiación del terrorismo, siempre que se cumpla la totalidad de los siguientes requisitos:

a) Que el producto tenga una base contractual escrita.

b) Que las transacciones conexas se efectúen a través de una cuenta del cliente en una entidad de crédito sujeta a lo dispuesto en la Directiva 2005/60/CE, o en una entidad de crédito situada en un tercer país que imponga requisitos equivalentes a los establecidos en dicha Directiva.

c) Que el producto o las transacciones conexas no sean anónimos y que su naturaleza sea tal que permita la aplicación en tiempo oportuno de las medidas de diligencia debida cuando existan sospechas de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, con independencia de cualquier excepción, exención o umbral.

d) Que la cuantía del producto esté sujeta a un límite máximo preestablecido. En el supuesto de pólizas de seguro de vida cuya prima anual no exceda de 1.000 euros o cuya prima única no exceda de 2.500 euros y en el resto de supuestos que no exceda de 15.000 euros.

Los Estados miembros podrán establecer excepciones a dicho umbral cuando se trate de productos destinados a la financiación de activos materiales y la propiedad jurídica y económica de los activos no le sea transferida al cliente hasta que finalice la relación contractual, siempre que el límite máximo establecido por el Estado miembro para las transacciones conexas a este tipo de producto, consistan éstas en una sola o en varias operaciones, no supere los 15.000 euros anuales.

e) Que los beneficios del producto o transacción no puedan realizarse en favor de terceros, excepto en caso de fallecimiento, incapacidad, supervivencia a una edad avanzada predeterminada o situaciones similares. Los Estados miembros podrán establecer excepciones en el caso de productos cuyas características sean fijadas por sus autoridades públicas competentes por motivos de interés general, que gocen de ventajas específicas otorgadas por el Estado, consistentes en subvenciones directas o desgravaciones fiscales, y cuyo uso esté sujeto al control de esas autoridades, a condición de que los beneficios del producto sólo sean realizables a largo plazo y que el umbral establecido a efectos de la letra d) del párrafo primero sea suficientemente bajo. En su caso, dicho umbral podrá revestir la forma de un importe anual máximo.
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